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(I) Introducción 
 

El siguiente documento presenta el resultado final de la Consultoría para el Delineamiento de una 
Política Nacional de Reinserción Social y un Plan de Acción Intersectorial en el marco de la 
implementación del Nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil (SNRSJ). Este informe 
final resume todos las actividades y subproductos entregados y aprobados conforme a los 
requerimientos de la contraparte. A pesar de ello, no sigue exactamente el mismo orden en que se 
desarrolló el estudio. Para fines de orden y dada la gran cantidad de información levantada y 
recopilada, el informe se reordena, de manera más sistemática y coherente, de la siguiente forma: 
(II) el primer apartado, después de esta breve introducción, reúne todos los antecedentes que 
permiten contextualizar la política nacional de reinserción social y sus demandas de 
intersectorialidad. (II) El siguiente desarrolla la implementación del nuevo servicio tomando en 
cuenta los objetivos estratégicos preliminares. (IV) Un tercer apartado, desarrolla los objetivos 
estratégicos preliminares, la forma de articulación y el delineamiento para la redacción del 
reglamento del futuro Consejo Nacional de Reinserción. (V) El siguiente propone un futuro marco 
para un plan de acción a nivel nacional con foco en la macrozona norte. (VI) El capítulo final, 
desarrolla un modelo de monitoreo y evaluación junto con un informe de retroalimentación para el 
trabajo del Consejo y la Comisión Coordinadora. (VII) Luego de estos se encuentran las referencias 
de la consultoría, y finalmente, (VIII) los anexos que describen en detalle las referencias en cada 
sección antes presentada. 

 

(II)Antecedentes  
A. Corpus juris general de protección a la infancia y adolescencia.  

*Ver Anexo 1 para información en detalle. 

 

En materia de derecho internacional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha asentado el 
concepto de corpus juris en materia de niñez como el reconocimiento a un conjunto de normas que 
buscan garantizar el goce de los derechos humanos de los niños, las niñas y los/as adolescentes. 

El informe expone y revisa algunos de los instrumentos internacionales que componen al corpus 
juris de protección a la infancia y adolescencia, y que se relacionan a jóvenes en conflicto con la ley 
penal, entre ellos: 

• Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH). 

• Convención sobre los Derechos del Niño (CDN). 

• Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores 

(Reglas de Beijing). 
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• Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad 

(Reglas de Tokio). 

• Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad. 

• Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil (Directrices 

de Riad). 

• Directrices de Acción sobre el Niño en el Sistema de Justicia Penal. 

• Directrices sobre la justicia en asuntos concernientes a los/as niños/as víctimas y testigos de 

delitos. 

• Principios básicos sobre la utilización de programas de justicia restaurativa en materia 

penal. 

 

B. Normativa e institucionalidad nacional en protección de la niñez e infancia. 

*Ver Anexo 2 para información en detalle. 

 

Además del reconocimiento y suscripción de algunos de los instrumentos del corpus juris 
internacional de protección de la adolescencia, a nivel nacional se han elaborado instrumentos de 
planificación en la materia y se ha dispuesto de una institucionalidad que guíe y vele por su 
aplicación. El informe, que se adjunta en el presente informe como anexo 2, revisa detalladamente 
cada uno de los instrumentos e instituciones que a continuación se exponen.  

i. Instrumentos: La Política Nacional de Niñez y Adolescencia  

La Política Nacional de Niñez corresponde al instrumento de planificación que rige la actuación del 
Estado y la sociedad en materia de protección y promoción al desarrollo de la infancia y 
adolescencia. Establece un marco político y jurídico de garantías relacionados a la Convención de 
Derechos del Niño, entendido como un sistema coherente de políticas públicas que pueda 
proyectarse a largo plazo. 

Uno de los desafíos planteados desde la Política Nacional de la Niñez y Adolescencia fue avanzar en 
una transformación político institucional para asegurar un trabajo de articulación intersectorial que 
mejore la oferta programática para niños, niñas y adolescentes. Para ello, se plantea como 
necesaria la creación de un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez, que permitiera la 
transición de las políticas sectoriales hacia la coordinación vertical y horizontal de los sectores 
(Consejo Nacional de la Infancia, 2016: 74). 

ii. Instrumentos: El Acuerdo Nacional por la Infancia 

El año 2018 se presentó el Acuerdo Nacional por la Infancia (en adelante ANPI) como producto de 
consensos surgidos desde un proceso de discusión y diálogo de mesas de trabajo e instancias de 
participación ciudadana.  

Sobre las propuestas político-institucionales, el ANPI incorpora medidas contenidas en la Política de 
la Niñez y Adolescencia, dando urgencia particularmente a la transformación del SENAME en los 
dos servicios especializados. 
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iii. Instituciones: Ministerio de Desarrollo Social y Familia (MIDESOF) 

La Ley 21.090 entregó al MIDESOF la centralidad en la protección de derechos de Niños, niñas y 
adolescentes. Bajo su alero, se estableció la institucionalidad a cargo del nivel de articulación de la 
Política de la Niñez y Adolescencia.  

Dentro de su organigrama, el MIDESOF cuenta con instituciones e instancias que juegan un rol 
importante en el despliegue de la política. Dentro de ellas resulta relevante destacar: 

a) Subsecretaría de la Niñez 

Como sucesor del Consejo para la Infancia, se crea el año 2018 la Subsecretaría de la Niñez, 
dependiente del MIDESOF, quien estará a cargo de las funciones encomendadas al Ministerio, 
cuando éstas se encuentren vinculadas a la niñez y adolescencia (artículo 6 bis, Ley 20.530).  

b) Consejo de la Sociedad Civil de la Niñez 

Regulado en el reglamento de la Ley 20.530, se establece este espacio de diálogo entre 
representantes de la sociedad civil con la función de incorporar la voz de la ciudadanía en todo el 
ciclo de la gestión de las políticas públicas en materias de niñez. 

c) Secretarías Regionales Ministeriales (SEREMIAS) 

Hoy en día, las SEREMIAS son quienes se encuentran a cargo de la coordinación local de aquellas 
materias de competencia de la Subsecretaría de la Niñez. En este sentido, las SEREMIAS son las 
responsables de la implementación de la Política Nacional de la Niñez y su plan de acción.  

d) Nuevo Servicio de Protección Especializada 

La recientemente publicada Ley Nº 21.302 creó el Servicio Nacional de Protección Especializada a la 
Niñez y Adolescencia (en adelante SNPE), a quien se le encarga la supervisión y mejora del marco 
técnico y administrativo de los programas de protección de derechos de Niños, niñas y 
adolescentes, según los estándares que proponga la Subsecretaría de la Niñez. 

iv. Instituciones: Defensoría de la Niñez 

Creada el año 2018, por la Ley N° 21.067, se estructura como una corporación autónoma de 
derecho público, desconcentrada territorialmente, bajo la figura de un Defensor Nacional. 

Su objeto es la difusión, promoción y protección de los derechos de NNA, a través de acciones de 
difusión, la interposición de acciones y querellas frente a vulneraciones, representar el interés de 
NNA ante los órganos de la administración del Estado y realizar visitas y demás funciones que 
encomienda la ley (artículo 4, Ley 21.067).  

 

C. Estándares en justicia juvenil con énfasis en salud y educación. 

*Ver Anexo 3 para información en detalle. 

 

El proyecto de ley que crea el nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil estructura el 

trabajo de intervención en base al Modelo de Intervención Especializado, regulado en su Título 
Segundo.  
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En el marco del diseño del nuevo sistema se ha elaborado el Modelo de Intervención Especializado, 
que lo define como “un constructo que ofrece una mirada comprensiva del fenómeno de la 
conducta delictual juvenil para estructurar y guiar la práctica profesional de todas las personas que 
intervienen dentro del ámbito de agencia del Servicio.” (MINJUDDHH, 2020). 

Este Modelo de Intervención Especializado contemplará un conjunto de estándares que se 
aplicarán a la ejecución de medidas y sanciones, tanto privativas de libertad como de ejecución en 
el medio libre. En este sentido, el proyecto de ley entiende por “estándares” las definiciones del 
nivel de exigencia de las prestaciones que deberán desarrollarse a nivel nacional (artículo 35). 

El Modelo de Intervención se sustenta en dos ejes estratégicos: la especialización, por una parte, 
que refiere a cómo las prácticas, metodologías y procedimientos deben focalizarse de acuerdo a las 
características y necesidades de los y las jóvenes que ingresan a cumplir medidas y sanciones; y la 
estructuración, por otra, hace referencia a la existencia de una organización clara de las acciones 
que componen la intervención con los y las jóvenes, maximizando la continuidad, integralidad y 
coherencia de cada una de ellas.  

En el eje de estructuración, el Modelo de Intervención Especializado considera dentro de sus 
elementos la construcción de estándares de calidad y el sistema de acreditación (MINJUDDHH, 
2020). En el proyecto de ley, este proceso de creación de estándares de calidad de los programas a 
ejecutar se encomienda al nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil. En tanto, los 
estándares para las áreas de salud y educación deberán ser propuestos por los respectivos 
ministerios, en el ejercicio de sus atribuciones. 

Conforme al Modelo de Intervención Especializado, “los estándares son transversales al sistema de 
ejecución de programas y deben estar basados tanto en las definiciones técnicas que hace el 
Modelo de Intervención, como en la normativa nacional e internacional” (MINJUDDHH, 2020).  

Los estándares servirán como niveles de exigencia de las acciones, las prestaciones y condiciones de 
soporte organizacional, cumpliendo los objetivos de resguardo del nivel técnico de especialización y 
estructuración del Modelo de Intervención, y de determinar parámetros para la acreditación de 
organismos colaboradores (MINJUDDHH, 2020).  

Sobre la construcción de estándares, el Modelo de Intervención Especializado señala que cada 
estándar debe contar con una definición conceptual y una operacional, debiendo ser específicos y 
establecer los requisitos exigidos para cada uno de los programas que ejecuta el sistema. Además, 
deben considerarse indicadores medibles que permitan su evaluación periódica. 

En este sentido, cada estándar deberá indicar (i) el método de evaluación del cumplimiento del 
estándar; (ii) el responsable de su cumplimiento; (iii) las consecuencias de su incumplimiento. 

El Modelo de Intervención Especializado plantea que los estándares deberán abordar, al menos, las 
siguientes dimensiones dadas por el proyecto de ley (MINJUDDHH, 2020): 

i. Derechos humanos.  

Relacionado al enfoque de derechos, los estándares deberán formularse siguiendo la regulación del 
Corpus Juris internacional de protección de niños, niñas y adolescentes.  
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El Modelo de Intervención Especializado sobre este ámbito, se basa en el principio de que los/as 
jóvenes son sujetos de derechos, lo que implica que: 

- Los/as jóvenes requieren de protección jurídica de sus derechos fundamentales dentro del 
sistema penal.  

- Todas las acciones a desarrollar dentro del Plan de Intervención/Trabajo Individual deben 
considerar el interés superior del y de la joven, siendo merecedores de un trato digno, 
humano y respetuoso independientemente de consideraciones de origen étnico o nacional, 
de género, de religión o de nivel social.  

- Se reconoce al y a la joven como capaces de responder penalmente por los actos cometidos 
de acuerdo a su edad y nivel de madurez psicosocial. 

ii. Calidad de vida.  

Referido a las exigencias sobre condiciones de infraestructura, los estándares deberán establecer 
las exigencias sobre disponibilidad de espacios para el desarrollo de la intervención, la creación de 
ambientes de trabajo terapéutico y el aseguramiento de condiciones de higiene y seguridad para 
todas las personas que participen. 

Dentro de algunas exigencias que plantea el Modelo de Intervención Especializado, se recogen de 
instrumentos internacionales ya revisados, pero que apuntan a asegurar que: 

- La infraestructura de los centros debe ser adecuada para responder a la finalidad de 
rehabilitación de los/las jóvenes.  

iii. Intervención especializada.  

Los estándares deberán también definir los requerimientos de los programas de intervención, de 
modo tal que los/as jóvenes reciban las intervenciones especializadas que garantizan el ejercicio de 
sus derechos y faciliten el abandono de toda conducta delictiva, para favorecer su reinserción 
social, de acuerdo a su etapa de desarrollo vital. 

Dentro de algunas exigencias que plantea el Modelo de Intervención Especializado sobre este 
ámbito son: 

- Las intervenciones son específicas en lo criminológico y, por lo tanto, buscan reducir las 
probabilidades de reincidencia delictiva. Para ello, es necesario conocer tanto los factores 
que incrementan el riesgo como aquellos factores que lo disminuyen. 

- Las intervenciones cuentan con una postura teórica que orienta las decisiones 
metodológicas para el trabajo con las personas infractoras de ley. 

- Las intervenciones consideran la capacidad de aprendizaje y de respuesta de las personas 
infractoras. 

- Realizan evaluaciones, bajo métodos validados, que están orientadas a conocer los factores 
de riesgo de reincidencia predominantes en su población y priorizan la oferta programática 

para resolver estas necesidades. 
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- Los programas de intervención son multimodales, abordando más de una necesidad 
criminógena o factor de riesgo dinámico y se focalizan en el desarrollo de habilidades.  

- Garantizan la continuidad del trabajo realizado en los centros cerrados vinculándolos con el 
desarrollo de programas en la comunidad a la cual las personas infractoras pertenecen. 

- Las intervenciones dirigidas a infractores/as juveniles se beneficiarían de un enfoque que 
adhiera a una postura teórica que reconozca la importancia del proceso madurativo y de 
los factores agenciales propios de la etapa de adolescencia y la juventud como elementos 
claves para interrumpir las trayectorias delictivas.  

iv. Recurso humano.  

Los estándares también deberán abordar exigencias relativas a la gestión de personas, en ámbitos 
relativos a la suficiente dotación de personal, el aseguramiento de competencias profesionales, los 
procesos de formación continua, vigilancia de la ética, la evaluación del desempeño, el cuidado de 
las personas y la gestión de adecuadas condiciones laborales. 

Dentro de algunas exigencias que plantea el Modelo de Intervención Especializado sobre este 
ámbito son: 

- El recurso humano es altamente capacitado, especializado y cree en la posibilidad de 
cambio positivo de las personas infractoras. 

- Cuentan con mecanismos de monitoreo y evaluación permanente de sus prácticas para que 
éstas sean replicables.  

- Las personas que trabajan directamente con los y las jóvenes deben tener una formación 

especializada, tanto en los fundamentos teóricos del Modelo de Intervención como en sus 
métodos, prácticas y ética, que les permitan ejecutar reflexivamente las acciones 
especializadas comprendidas en éste y trabajar de forma integrada, articulada y en 
comunicación con los actores e instituciones relevantes externas.  

- Dotación de personal que considere gestores de casos, interventores, tutores, jefaturas 
técnicas. 

v. Gestión organizacional. 

La construcción de estándares también deberá apuntar al aseguramiento de las capacidades 
institucionales de la ejecución de los programas. 

Dentro de algunas exigencias que plantea el Modelo de Intervención Especializado sobre este 
ámbito son: 

- Abordar aspectos sobre liderazgo directivo, la gestión de información, la gestión de los 
procesos administrativos, la gestión del entorno y la gestión financiera. 

En el Anexo 3 es posible encontrar más detalles respecto del marco internacional normativo que da 
sustento a los estándares para jóvenes en privación de libertad y un foco en estándares en 

educación y salud.  
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D. La Ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente y marcos normativos relacionados. 

*Ver Anexo 4 para información en detalle. 

 

El análisis normativo de la Ley N° 20.084 y la Ley N°20.032, junto a sus respectivos reglamentos, se 
centra específicamente en la etapa de ejecución identificando las normas relevantes que regulan 
las relaciones entre diferentes actores que confluyen en la ejecución de la sanción impuesta a la/el 
adolescente.  

La Ley Nº 20.084 se gesta con el propósito de tener un sistema de justicia penal especializado para 
adolescentes infractores/as de la ley penal. La creación de una normativa especial radica en el 
reconocimiento de que la persecución penal afecta de especial manera a las y los adolescentes por 
ser personas que se encuentran en pleno proceso de crecimiento y que su bienestar y desarrollo 
personal se encuentra especialmente protegido por el Derecho y garantizado por el Estado, según 
se dispone en la Convención sobre Derechos del Niño (CDN) y en los artículos 1 inciso 3º y 3 bis de 
la Ley Nº 20.520 que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia.  

Por lo anterior, se establece un catálogo de sanciones diferentes a las establecidas en el régimen 
general junto con una institucionalidad que responde a las características especiales de las y los 
adolescente con el fin de que las condenas no afecten negativamente la etapa de desarrollo, que 
por el contrario,  tiendan a favorecerlo y, que a su vez, sean herramientas idóneas para, como dice 
la CDN en su artículo 40.1, “promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función 
constructiva en la sociedad”, objetivo que en lenguaje del PLSNRSJ, se designa como reinserción 
social del/la adolescente.   

La ejecución de las sanciones de la Ley N° 20.084 requieren de la acción conjunta de varios sectores 
y órganos de la administración del Estado. En el presente análisis, agrupamos las relaciones 
intersectoriales en dos niveles, por un lado, la relación entre los actores del sistema penal y, por 
otro, la relación entre diferentes actores a nivel de políticas públicas.  

Respecto al primer nivel, la relación de diferentes actores del sistema penal tiene como finalidad el 
control de la legalidad de la ejecución y la protección de los derechos de las y los adolescentes. En 
cuanto al control jurisdiccional de la ejecución de las sanciones para adolescentes sigue la misma 
lógica que el sistema de adultos, radicando la competencia del control en el Juez de Garantía. La 
diferencia más relevante radica en que la administración de la ejecución recae en el Servicio 
Nacional de Menores (SENAME) y a Gendarmería de Chile le corresponde la seguridad de los 
centros de privación de libertad, pero sólo una custodia y vigilancia perimetral, no involucrándose, 
en principio, sobre lo que suceda al interior.  

Respecto al segundo nivel, la relación entre diferentes actores tiene como fin asegurar que la 
intervención estatal logre la finalidad de integrar en la sociedad a las y los adolescentes. Por el 
enfoque en la intersectorialidad de la ejecución de sanciones se desarrollan las sanciones que son 
de ejecución prolongada, esto es, que su cumplimiento se hace efectivo luego de un período de 
tiempo.  Por tanto, el análisis recae en las sanciones de las letras A, B, C, D, E, F (en ciertos casos) 
del artículo 6 de la Ley N° 20.084 y sobre la sanción accesoria del artículo 7 de la Ley N° 20.084.  
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A su vez, para un mejor análisis, estas sanciones se agrupan según se traten de sanciones privativas 
o no privativas de libertad ya que el legislador hace una distinción en el régimen de administración 
de su ejecución, en particular, si recaen de manera directa o indirecta en el Servicio Nacional de 
Menores (SENAME). Se analiza la normativa pertinente que regula tanto la ejecución de la sanción 
privativa de libertad, en particular, los programas personalizados para la reinserción del/la 
condenado/a, como también, las cuestiones relativas a la organización de los centros de privación 
de libertad y su coordinación intersectorial.  

Por otro lado, se revisa la normativa relacionada con la ejecución de la sanción accesoria sobre el 
tratamiento de rehabilitación por adicción a las drogas y alcohol.  Pesa a que esta sanción se deroga 
en el PLSNRSJ consideramos necesario revisar sus normas reglamentarias porque luego de la 
reforma esta podrá estar presente en la ejecución de penas privativas y no privativas de libertad, y 
también incorporarse, por ejemplo, entre las condiciones de la suspensión condicional.  

Por último, se analiza la Ley N° 20.032 y el sistema actual de organismos colaboradores acreditados 
los cuales actualmente ejecutan programas de medidas y sanciones de la Ley N° 20.084.  Se 
menciona la normativa relevante en cuanto a sus funciones, acreditación, subvención entre otros. A 
pesar de que este sistema sufre modificaciones con en el PLSNRSJ es pertinente mencionarlo para 
entender cómo operan las diferentes instituciones en la ejecución de sanciones para adolescentes. 

 

E. Revisión bibliográfica de Políticas Intersectoriales.  

*Ver Anexo 5 para información en detalle. 

 

En el informe se expone de un modo sintético las tendencias y conclusiones de diversos estudios 

sobre la noción de intersectorialidad. Estos estudios dicen relación tanto con el ámbito global de las 

políticas públicas como de algunas referidas expresamente a la protección de la infancia, a la Justi-

cia Penal en general, y a la Justicia Penal Juvenil.  

La metodología que se utilizó consistió en la revisión bibliográfica de una selección de estudios 

comprehensivos de la literatura existente, que reuniese las conclusiones sobre el estado del arte, 

así como de informes de instituciones de estudios de organismos internacionales. Un factor esen-

cial para la selección de los estudios a revisar fue que tuviesen un alto grado de aceptación en el 

campo de las publicaciones académicas y de organismos técnicos calificados. En particular, la selec-

ción se basó en la revisión de la literatura de los últimos 10 años que pudiesen dar cuenta del esta-

do en que se encuentran las discusiones respecto a las políticas públicas y la intersectorialidad.   

La actuación intersectorial es una dimensión cada vez más frecuente en el diseño para la implemen-

tación y gestión de políticas públicas de todo tipo, entre ellas, las políticas de seguridad pública, 

justicia criminal y prevención del delito. Lo anterior se refleja en que en la literatura revisada existen 

varios diseños y modos de implementación de políticas públicas intersectoriales, haciéndose impo-

sible, y poco aconsejable, determinar un modelo óptimo por sobre otro, ya que depende de varios 

factores que se relacionan de manera dinámica.  
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En ese sentido, el informe, al igual que la literatura analizada, propone un acercamiento pragmático 

a la cuestión de la gestión entre diferentes sectores. Para ello, se debe considerar dos elementos 

centrales: primero, el problema específico al que se quiere responder con la política pública y la 

necesidad de una actuación intersectorial, y segundo, las condiciones particulares del sistema insti-

tucional que habilite o no a grados crecientes de colaboración y consolidación de la actuación inte-

rinstitucional. 

El informe desarrolla la justificación y aplicación del enfoque intersectorial; las tendencias actuales 

del diseño y gestión de políticas intersectoriales; las condiciones para el funcionamiento del inter-

sector; y los niveles de intersectorialidad; entre otros.  

i. Justificación y aplicación del enfoque intersectorial 

Respecto a la literatura revisada, se sostiene que la intersectorialidad es diferente a la mera coordi-

nación de los sectores y que tiene un fundamento político en cuanto pretende transformar los ser-

vicios públicos y a los propios sujetos en su relación con los servicios públicos o privados destinados 

a satisfacer sus derechos o necesidades. 

Las políticas intersectoriales se justifican por razones diversas y consistentes entre sí, que pueden 

referirse a: I) la necesidad de abordar transversalmente objetivos que no es posible lograr con ac-

tuaciones sectoriales; II) referirse a políticas integrales que se abordan con enfoques de derecho; o 

III) dirigirse a un colectivo específico y es necesario reunir las prestaciones dirigidas a ellos, para lo 

cual hay una tendencia creciente a implementar los denominados modelos de protección social. 

ii. Tendencias actuales del diseño y gestión de políticas intersectoriales 

Las tendencias en cuanto a diseño y gestión de políticas intersectoriales son variadas. En el informe 

se citan diversos autores y trabajos que dan cuenta de aquella variedad. A pesar de esta diversidad, 

el contexto inicial donde se está insertando la reforma en estudio debe contar con niveles de 

cooperación intersectorial que se encuentren a la altura, considerando como primer criterio el de la 

necesidad de la coordinación para obtener los objetivos de la política. Esto significa, en la práctica, 

que parte importante de la fase de implementación y, en particular, la de instalación gradual del 

sistema, debe orientarse a identificar y superar las fallas del sistema, considerando los aspectos 

propios de cada uno de los participantes, como las falencias en la coordinación y actuación conjunta 

de los actores.  

iii. Condiciones para el funcionamiento intersectorial.  

En este apartado del informe se extraen ciertas condiciones relevantes que señala la literatura que 

inciden en la posibilidad del buen funcionamiento intersectorial. En primer lugar, se abarca el tema 

de construcción de acuerdos, de cómo se construyen espacios para aquello, la legitimidad de éstos, 

los liderazgos y los compromisos entre los diferentes sectores que confluyen en una política públi-

ca. En segundo lugar, se analiza el tema de las estrategias de colaboración, en particular, la planifi-

cación de la política, la participación de los diferentes actores, los aspectos presupuestarios, su 

ejecución y el manejo de conflictos.  
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iv. Contenidos y niveles de la intersectorialidad. 

En este apartado se examina los elementos que según la literatura configuran la intersectorialidad. 

La revisión de la literatura nos indica que existen diversos niveles de intersectorialidad y que de-

penderá del problema que se requiere enfrentar, de las posibilidades del entorno institucional, el 

grado de colaboración/integración que se aspira a lograr y la planificación. Así, existen diferentes 

formas de interacción con sus propias definiciones y características, por lo que el presente apartado 

tiene como objetivo dar cuentas de esas definiciones y características para anticipar cuestiones 

centrales en la gestión de las políticas intersectoriales.  

v. Estructura, gobernanza y gestión. 

En esta sección se siguen cuatro proposiciones que plantea Bryson et al. (2006, 2014 y 2015) que se 

consideran relevantes para el informe. Lo anterior porque pueden orientar el diseño del nuevo 

sistema. Estas proposiciones valoran a la luz del contexto nacional de la política pública en cuestión 

con la idea presente de que las condiciones específicas y estratégicas deben ser muy flexibles en su 

diseño e implementación para permitir un avance gradual y progresivo en el logro de la intersecto-

rialidad. 

 

F. El Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.  

*Ver Anexo 6 para información en detalle. 

 

i. Antecedentes generales 

El año 2017 comienza la tramitación legislativa del Boletín Nº 11.174-07, proyecto de ley de 
iniciativa presidencial, que crea el nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.  

Este apartado, que se desarrolla en extenso en el anexo 6, se entrega un análisis detallado sobre el 
Boletín Nº11.174-07, enfocándose principalmente en los aspectos de coordinación pública en la 
política que se espera que implemente el nuevo servicio. Aquí se expondrán resumidamente sus 
principales apartados. 

ii. Características y principios del SNRSJ 

El nuevo SNRSJ tiene por objeto administrar y ejecutar las medidas y sanciones contempladas por la 
ley N° 20.084, a través de programas que contribuyan al abandono de toda conducta delictiva y la 
integración social de los/as jóvenes y la implementación de políticas de carácter intersectorial en la 
materia (artículo 2, PLSNRSJ). 

En la propuesta legislativa, se consideran los siguientes principios que orientarán a las actuaciones 
del SNRSJ: 

a) Interés superior del/la adolescente 
b) Principio de especialización  
c) Principio de orientación de la gestión hacia el sujeto de atención 
d) Principio de separación y segmentación 
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e) Principio de coordinación pública 
f) Principio de innovación  
g) Deber de reserva y confidencialidad 

 

iii. El rol de coordinación intersectorial del nuevo SNRSJ 

Fuera de las funciones ligadas a la administración, fiscalización y evaluación en la ejecución de 
medidas y sanciones contenidas en la Ley N° 20.084, el proyecto de ley encomienda al nuevo SNRSJ 
determinadas funciones de coordinación intersectorial. 

En el anexo 6 se ahonda en los desafíos planteados por el proyecto de ley en esta materia, tales 
como la planificación de políticas, la coordinación pública y la existencia de nuevos registros de 
información. 

iv. Nuevas instituciones de coordinación 

El proyecto de ley plantea una nueva institucionalidad a cargo de la planificación y coordinación de 
los actores involucrados en el Sistema de Justicia Juvenil. A continuación, se presenta una 
descripción general de las principales instituciones, pudiendo ahondar más en ellas en el anexo 
antes referido:  

1. Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil 

En primer lugar, se crea el Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil (CNRJ), coordinado por el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, a cargo de generar la Política Nacional de Reinserción 
Social Juvenil, que considere el trabajo a largo plazo en esta materia para los sectores públicos que 
resultan clave. 

2. Comisión Coordinadora Nacional de Reinserción Social Juvenil (artículo 23 y siguientes, 
PLSNRSJ) 

La Comisión Coordinadora Nacional de Reinserción Social Juvenil (CCNRSJ) deberá elaborar y 
proponer el plan de acción interinstitucional que contendrá el detalle de actividades, metas, 
indicadores, metodologías y plazos necesarios para el logro de los objetivos estratégicos que se 
plantearán en la Política Nacional de Reinserción Social Juvenil. 

Su composición corresponde a las Subsecretarías a cargo de los servicios y prestaciones 
relacionadas a jóvenes, junto a Gendarmería de Chile (artículo 23, PLSNRSJ).  

3. Comité Operativo Regional (artículo 27, PLSNRSJ) 

El proyecto de ley crea los Comités Operativos Regionales (COR) a cargo de coordinar e 
implementar el plan de acción nacional, traduciéndolos a objetivos propios de la realidad local. 

Se le entrega al COR la función de gestión de redes que permita la ejecución del Plan de Acción 
intersectorial a nivel regional y sobre la resolución de situaciones relacionadas a cobertura y oferta 
programática. 
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Junto a la creación de una nueva institucionalidad, el proyecto de ley considera también la 
incorporación de diversos instrumentos de planificación que contendrán lineamientos políticos, 
técnicos y operativos que guiarán la labor intersectorial de los organismos públicos y privados que 
participan del sistema de justicia juvenil.  

En el anexo 6 se ahonda en cada uno de ellos: 

1. Política Nacional de Reinserción Social Juvenil (propuesta de nuevo artículo 16 bis –Ley 
Orgánica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, contenida en el PLSNRSJ) 

Corresponde al principal instrumento de planificación, guía y orientación del Sistema de Justicia 
Juvenil. Deberá ser propuesta por el Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil al Presidente de 
la República, quien deberá aprobarla. Ella contendrá los objetivos estratégicos y metas para el 
Sistema de Justicia Juvenil y de ella derivará el Plan de acción para su implementación nacional  y 
regional. 

2. Plan de acción de la Política Nacional de Reinserción Social Juvenil (artículo 23, PLSNRSJ) 

Corresponde al Plan de acción intersectorial, proyectado a un plazo de cinco años, que contendrá el 
detalle de actividades, metas, indicadores, metodologías y plazos necesarios para el logro de los 
objetivos estratégicos dispuestos en la Política Nacional de Reinserción Social Juvenil.  

3. Plan de Acción Intersectorial Regional (artículo 27, PLSNRSJ) 

Como aplicación local de lo anterior, el proyecto de ley encarga al Comité Operativo Regional (COR) 
la implementación de un Plan de Acción Intersectorial Regional de Reinserción Social Juvenil, al que 
se le incluyan los objetivos propios de la región.  

4. Modelo de intervención especializado (artículo 29 y siguientes, PLSNRSJ) 

En términos generales, el proyecto de ley define al modelo de intervención como el “conjunto 
estructurado de acciones especializadas basadas en prácticas efectivas orientadas a modificar la 
conducta delictiva y a incidir en la plena integración social de los jóvenes sujetos de atención del 
Servicio”. Este modelo se orientará para dar cumplimiento a los fines de la Ley 20.084, esto es, 
hacer efectiva la responsabilidad de los/as adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de 
tal manera que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a la 
plena integración social (artículo 20, Ley 20.084). 

5. Otras modificaciones a la legislación actual del sistema de justicia juvenil 

En esta subsección, el anexo 6 analiza en profundidad las modificaciones que el PLSNRSJ considera 
a la Ley Nº 20.084 y al sistema de subvenciones planteado en la Ley Nº 20.032. 

En el caso de la Ley Nº 20.084 se describen las modificaciones a las sanciones penales, a las penas 
accesorias y el establecimiento de la pena única. De igual manera, se plantean las modificaciones a 
salidas alternativas, y la regulación del informe técnico y del Plan de Intervención Individual (PII).  
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Sobre la Ley Nº 20.032 se indican las principales modificaciones al proceso de acreditación, al 
sistema de contratación y de financiamiento de los organismos colaboradores (OCAs). 

 

G. El Modelo de Intervención Especializado. 

*Ver Anexo 7 para información en detalle. 

 

En este apartado, se analiza al nuevo Modelo de Intervención Especializado en base al documento 
elaborado por la División de Reinserción Social del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
(2021).  

i. Concepto y objetivo 

El Modelo de Intervención Especializado (en adelante MIE) se define como “un constructo que 
ofrece una mirada comprensiva del fenómeno de la conducta delictual juvenil para estructurar y 
guiar la práctica profesional de todas las personas que intervienen dentro del ámbito de agencia del 
Servicio”, (MINJUDDHH, 2020).  

El Modelo opera durante todo el proceso de ingreso al sistema de justicia juvenil, es decir, desde la 
etapa pre-sentencial; a través de la ejecución de las intervenciones durante el cumplimiento de una 
sanción; y finalmente a través del apoyo post-sanción a través de un acompañamiento. Todo lo 
anterior queda sujeto a registro en el Expediente Único de Ejecución que acompañará durante todo 
el proceso de la gestión del caso que se realiza a través del MIE.  

ii. Ejes del modelo 

A partir del diagnóstico sobre los nudos críticos del actual Sistema de Justicia Juvenil, el MIE se 
estructuró sobre dos ejes estratégicos: la especialización y la estructuración (MINJUDDHH, 2020).  

La especialización refiere a cómo las prácticas, metodologías y procedimientos deben focalizarse de 
acuerdo a las características y necesidades de los y las jóvenes que ingresan a cumplir medidas y 
sanciones, teniendo como foco una perspectiva criminológica de la intervención.  

La estructuración, por otra parte, hace referencia a la existencia de una organización clara de las 
acciones que componen la intervención con los y las jóvenes, maximizando la continuidad, 
integralidad y coherencia de cada una de ellas.  

iii. Fundamentación 

La fundamentación del MIE se centra en aspectos normativos y teóricos.  

En primer lugar, en cuanto a los aspectos normativos, el MIE hace suyas todas las disposiciones 
internacionales relacionadas a la protección de la infancia, el derecho a la identidad, a la 
participación y al íntegro desarrollo de los y las jóvenes.  

En segundo lugar, respecto a los fundamentos teóricos, el MIE considera un abordaje integral de la 
conducta delictual juvenil, integrando la perspectiva criminológica del desarrollo y curso de vida 
junto con el enfoque de Riesgo Necesidad Responsividad y paradigma del desistimiento, añadiendo 
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además un marco comprensivo del proceso de cambio que viven los y las jóvenes que han 
infringido la ley.  

En este sentido, el Modelo define ciertos elementos claves para definir y planificar la intervención, y 
que corresponde a los llamados “determinantes diferenciadores de la intervención”, que refieren a 
tres aspectos claves: (a) conducta delictiva (riesgo de reincidencia, las barreras y recursos para el 
cambio; y los delitos sexuales), (b) elementos culturales y sociodemográficos (género, edad o etapa 
del ciclo  vital y etnia o nacionalidad), y (c) circunstancias vitales de cada joven (antecedentes de 
victimización y aspectos vinculados con la parentalidad o maternidad). En base a ellos, se adaptarán 
las áreas de intervención a las necesidades específicas de la población objetivo. 

iv. Finalidad, propósito y componentes 

El MIE tiene como finalidad “favorecer la reinserción social de jóvenes sujetos a medidas y sanciones 
penales en el marco de la Ley N° 20.084 de Responsabilidad Penal Adolescente de acuerdo a su 
etapa de desarrollo vital” (MINJUDDHH, 2020).  

Bajo este prisma, se plantea como propósito que jóvenes imputados/as e infractores/as reciban 
intervenciones especializadas que garanticen el ejercicio de sus derechos y que faciliten el 
abandono de toda conducta delictiva, desarrollando intervenciones a todas las personas sujetos de 
atención e intervenciones especializadas en aquellos segmentos que requieran un mayor grado de 
especificidad. 

Para su ejecución, el MIE se configura en base a determinados componentes mediante los cuales se 
busca facilitar el desistimiento delictivo de quienes estén bajo su atención. Los componentes que 
considera el MIE son:  

1. Control de las medidas y sanciones penales. 
2. Acceso y mantención en servicios y prestaciones intersectoriales y comunitarios. 
3. Programas específicos para apoyar el ejercicio de los derechos de los/as jóvenes 

relacionados con la reinserción social en ámbitos como educación, salud, empleo y 
capacitación. 

4. Intervención individualizada para motivación, adherencia y remoción de barreras para el 
cambio. 

5. Programas específicos en la modificación de la conducta delictiva, tales como delitos 
sexuales, actitudes procriminales, manejo de agresividad y violencia, entre otras.  

 

H. Brechas oferta programática a desplegar por el intersector. 

*Ver Anexo 8 para información en detalle. 

 

Con el objetivo de revisar y analizar los aspectos a considerar en la estimación de demanda del 

futuro Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil se organiza un Taller de Expertos para 
examinar el análisis cuantitativo y cualitativo junto con las estimaciones realizadas en el estudio que 
el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos encargó a través de la consultoría en “Análisis de 
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ajuste de oferta y demanda para la implementación del nuevo Servicio Nacional de Reinserción 
Social Juvenil en el marco de la Reforma Penal Adolescente”. 

Para la realización del Taller de Expertos se invitó a cinco expertos independientes: Gonzalo Berríos, 
Carlos Briceño, Mauricio Duce, Luis Vial y Nicolás Grau, quienes recibieron previamente el informe  
“Consultoría en análisis de ajuste de oferta y demanda para la implementación del nuevo Servicio 
Nacional de Reinserción Social Juvenil en el marco de la Reforma Penal Adolescente”, elaborado el 
21 de enero del 2021, en particular, su primera parte, el cual consta de dos capítulos: “I. Informe de 
resultados, técnico y metodológico de modelo cuantitativo de estimación de demanda para 
medidas y sanciones Sistema Responsabilidad Penal Adolescente” y “II. Informe de resultados de la 
aplicación de metodología de consulta a informantes claves para realizar ajustes a las proyecciones 
de demanda en medidas y sanciones del Sistema Responsabilidad Penal Adolescente”, una 
presentación de resumen en power point y la agenda del taller que contenía la estructura del 
debate y la metodología. Además, se contó con la presencia de un moderador y de miembros del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y otras instituciones relacionadas con el tema y de otros 
expertos miembros del consorcio que ejecuta la consultoría.   

El taller, debido a la contingencia sanitaria, se realizó a través de la plataforma zoom durando 
aproximadamente dos horas. La metodología consistió en dividir el taller en dos secciones. La 
primera, se trató sobre el análisis cuantitativo de la demanda del sistema a partir de datos 

históricos administrativos. La segunda, sobre el análisis cualitativo de los posibles efectos de la 
reforma da la Ley 20.084 en la distribución de casos en medidas cautelares, sanciones y salidas 
alternativas.  Ambas secciones fueron precedidas por una exposición en líneas generales del estudio 
para luego abrir espacio a comentarios y debate de los expertos invitados. Luego de la participación 
de los expertos, se destinó un tiempo a los comentarios de diferentes participantes, finalizando con 
la intervención del moderador quien puso en relieve las conclusiones generales y los puntos de 
acuerdo y desacuerdo. 

En base al taller, se realizó una primera versión de un informe que contenía una síntesis de las 
conclusiones y observaciones realizada por los expertos a quienes se le envío a cada uno de ellos 
para su revisión, observación y/o validación. Todos los expertos validaron el contenido del informe y 
uno de ellos complementó sus opiniones incorporándola de manera íntegra como anexo al informe. 
La versión aprobada por los expertos fue enviada a la contraparte ministerial quienes comentaron y 
respondieron las intervenciones de los expertos. contenidas en el informe. Al igual que el 
complemento de los expertos, los aportes de la contraparte fueron incorporados de manera íntegra 
en uno de los anexos del informe.   

En el presente apartado se mencionan las conclusiones más relevantes en que se logró un consenso 
entre los expertos invitados. 

i. Análisis cuantitativo de la demanda del sistema, a partir de datos históricos 

administrativos. 

Dentro de las conclusiones más relevantes, los expertos concuerdan que los instrumentos utilizados 
en el estudio son razonables pero que presentan limitaciones para proyectar el comportamiento 
futuro producto de dificultades propias de los estudios de estimación de demanda en estos 
ámbitos. Por lo anterior, se consideró razonable y positivo que el estudio adoptara grados de 
seguridad que permitiesen estimaciones conservadoras y limitar las posibilidades de subestimación.   
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En ese sentido, la dificultad de realizar proyecciones con altos grados de certezas es necesaria una 
implementación flexible del proyecto y establecer mecanismos de monitoreo permanente que 
permita localizar los recursos que se requieran. Lo importante es asegurar que la flexibilidad 
permita destinar recursos que respondan a los diversos factores que incidan en una diferencia de 
las proyecciones iniciales.  Por lo anterior, se concluye como una característica positiva que la 
implementación del proyecto sea de forma gradual permitiendo espacios de tiempo para que las 
instituciones subsanen esas variantes. 

ii. Análisis cualitativo de los efectos de la reforma a la Ley 20.084. 

Dentro de las conclusiones más relevantes, lo expertos reconocen que el método Delphi es una 
herramienta de análisis cualitativo idónea pero no hubo acuerdo sobre la idoneidad del 
instrumento en el caso en concreto. Se observó una pérdida de pluralidad en los roles de quienes 
efectivamente cumplieron con todas las etapas propias de la metodología. Ante lo anterior, 
surgieron varias prevenciones relativas a las características propias de la institución con mayor 
participación (Defensoría Penal Pública) que podrían afectar las conclusiones del estudio.  

 

I. Expediente Único de Ejecución. 

*Ver Anexo 9 para información en detalle. 

 

Con el objetivo de intercambiar experiencias, puntos de vista y conocimiento experto respecto a la 
aplicación y gestión de los sistemas informáticos que el Ministerio había desarrollado previamente, 
se organizó una actividad de intercambio técnico con la ARRMI (Agencia para la Reinserción del 
Menor Infractor, de la Comunidad Autónoma de Madrid), que,  en su labor de organismo encargado 
de la ejecución de las medidas judiciales impuestas a los/as adolescentes infractores/as en la 
Comunidad Autónoma de Madrid. Con esta actividad se pretendió contribuir con insumos útiles 
para la elaboración del diseño definitivo de Expediente Único de Ejecución, herramienta informática 
que entrará en vigor con el nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil y someter, la 
propuesta del Ministerio a la opinión de expertos. 

Para lo anterior, se organizó un taller de intercambio de experiencias, donde se pudiese reflexionar 
y discutir sobre los avances en materia de gestión de casos por medio de aplicaciones informáticas. 
Se invitó a dos miembros de la ARRMI, don Luis González Cieza, director del Área de Estudios, 
Programas y Formación de la ARRMI, y, a doña María José Virseda Sanz, directora del Área de 
Gestión de Expediente Único de la ARRMI. Para la preparación de la reunión se realizó un 
intercambio de documentación y una reunión técnica preparatoria. 

El taller se dividió en tres secciones. La primera parte consistió en una breve exposición del 
Expediente Único por parte de un profesional del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. La 
segunda parte consistió en la exposición de los miembros de la ARRMI donde compartieron sus 
experiencias respecto al cumplimiento de sus funciones a través de aplicaciones informáticas, junto 
con el proceso de diseño, desarrollo, aplicación y gestiones de estas. La tercera parte, un espacio de 
consultas y comentarios respecto de ambas experiencias. 
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En base al taller, se realizó un informe que esquematiza por temas los contenidos que surgieron de 
la exposición de los miembros de la AARMI como de las respuestas y comentarios que surgieron del 
intercambio de experiencias en la tercera parte del taller. En el apartado siguiente se exponen los 
contenidos más relevantes que expusieron los miembros de la ARRMI. 

i. Funcionamiento del Sistema Informático 

El sistema de la ARRMI funciona con dos aplicaciones informáticas: XMEN- Expediente de Menores 
y PREVIA-A -Programa para la Predicción y Valoración de la Intervención- ARRMI. Respecto al 
primero, es la herramienta por la cual se informa esta entidad pública de todas las decisiones que 
han tomado jueces y fiscales sobre la o el adolescente junto con toda la documentación que se 
genera de la propia agencia como entidad pública a cargo de la ejecución de las medidas. Esta 
información se organiza en dos áreas (“pestañas” en la aplicación) mediante documentos cerrados: 
la gestión del adolescente, que contiene la información relativa a su vida, y, la gestión de las 
medidas que se refiere a toda la documentación que se genera en el proceso judicial y desde la 
ARRMI. El PREVIA-A, tiene como objetivo evaluar el riesgo de reincidencia del caso y gestionar la 
intervención, para este la aplicación informática recoge todo el proceso de evaluación, formulación 
y desarrollo del programa de intervención. Este se organiza en tres áreas  
(“pestañas” en la aplicación): datos judiciales, historial social y personal del joven y evaluación.  
Ambas aplicaciones utilizan un sistema de datos único, el XMEN contiene documentos cerrados 
mientras el PREVIA, información dinámica del caso.  

ii. Relación con el intersector. 

La ARRMI desarrolla los recursos con la finalidad de no depender de organismos externos para 
realizar las intervenciones. Aquello, ya que argumentan que la intervención del adolescente se 
realiza con mayor rapidez y frecuencia en los propios programas que en los servicios comunitarios 
externos. No existen problemas de disponibilidad de recursos para la agencia, pero sí sobre 
oportunidad y especialización de programas. Sin embargo, en muchos casos deben depender de 
centros externos a la agencia, en particular, se trataron dos áreas: la salud mental y educación. 

a. Salud Mental 

En el sistema español se encuentra el problema de que es difícil que los jueces de los Juzgados de 
Menores adopten la medida de internamiento terapéutico por salud mental. Con el fin de contar 
con una atención especializada y oportuna, la agencia comienza a contar con programas de 
atención por dificultades en salud mental.  De esta forma la y los adolescentes que a pesar de que 
el Juzgado de Menores no adopte la medida de internación terapéutica, pero cuentan con un 
diagnóstico o indicares que presumen problemas de salud mental, se les deriva a estos programas.  

Para las derivaciones que se realizan desde la ARRMI a los centros de salud mental no existe un 
protocolo de actuación, pero se cuenta con el contacto directo de los centros en los cuales siempre 
se cuenta con plazas disponibles. En estos casos, el Área de Coordinación de Centros de Ejecución 
de Medidas Judiciales es la encargada del contacto, la derivación y el seguimiento.  

b. Educación 

En el área de educación la ARRMI tiene un convenio con la Conserjería de Educación. En este 
convenio se crea un “grupo escolar” que consiste en un grupo de profesionales de la educación que 
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se distribuyen en diferentes centros y que se ajusta cada año según las necesidades específicas de 
cada centro.  

iii. Diseño del sistema informático. 

El diseño de las aplicaciones informáticas fue un proceso de años. En el caso de la aplicación XMEN 
se trabajó con los equipos de ejecución de las medidas, con técnicos informáticos expertos y con 
profesionales del expediente único. Ese trabajo tuvo como objetivo reflejar en el expediente del 
adolescente todo el catálogo de documentos relativos al área judicial y a la ejecución de la medida 
para que la labor de los profesionales que utilicen la herramienta se limite a digitalizar y seleccionar 
la opción del caso, y, de esta forma, obtener una información estructurada. En el caso de PREVI-A, 
se trabajó durante cuatro años junto a 200 profesionales. El trabajó se centró en analizar y 
centralizar la información, relacionarse con lo centros y actores del sistema para la confección de 
detalles, nuevas ideas y errores. Durante ese tiempo, la información se incorporaba a una planilla 
Excel que funcionaba en los diferentes centros mediante la opción “carpeta compartida” 
desarrollando la aplicación propiamente tal en los últimos dos años.  
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(III) Implementación inicial del Servicio  
*Ver Anexo 10 para información en detalle. 

 

Según establece el proyecto de ley, el nuevo SRSJ deberá implementarse progresivamente en las 
tres macrozonas del territorio nacional, partiendo por la macrozona norte, luego sur y finalmente la 
zona centro. Esta idea, derivada de experiencias anteriores como la reforma procesal penal, 
permite entre otras cosas instalar un sistema incremental que cuenta con tiempo para desarrollar 
sus capacidades y cobertura, y que además tiene espacio para el aprendizaje y retroalimentación de 
su propio proceso. En este marco, el diseño, así como el monitoreo y evaluación del proceso de 
implementación progresiva revista importancia, y debe ser planificado de manera estratégica.  

El presente capítulo asociado al anexo 10 del informe delinea justamente aquel proceso que va 
desde la planificación a la praxis con miras a iniciar un proceso de implementación que pueda 
retroalimentarse y mejorar continuamente en sus tres años de vacancia hasta la entrada en 
vigencia en la macrozona centro. 

A. De la planificación estratégica a la planificación operativa. 

La planificación es un elemento esencial y crítico en el desarrollo de toda política pública. Este 
ejercicio estratégico y anticipatorio es también trascendente para la toma de decisiones 
operacionales (Alexander & Faludi, 1989). 

Es en la planificación estratégica (PE) donde se definen los pasos o acciones clave para el logro de 
las metas establecidas en una política, y por ello su producto -los planes estratégicos-, se establecen 
como una herramienta que permite crear un puente que une fines, medios y el logro de objetivos. 

La planificación estratégica cuenta con diversas etapas que dependiendo de los/as autores/as 
pueden dividirse en cierto número de etapas, pero que por norma general van desde su 
conceptualización más teórica hasta su puesta en práctica y evaluación. 

Tal como se explica en detalle en el anexo 10, esta política que supone la instalación de un nuevo 
servicio, y por ende trata no solo de modificar algo ya existente, sino que también de la instalación 
de algo nuevo, lo que presenta desafíos especiales. Esto está normativamente previsto en los 
artículos transitorios del proyecto de ley donde se establece la progresividad territorial y márgenes 
temporales de entrada en vigencia para cada zona.  

En este sentido, el anexo 10 explica cómo abordar este momento entre diseño e implementación 
que suponen los meses de vacancia, destacando la necesidad de hacer uso de la planificación 
operativa (PO)1, que se define como aquella planificación “para un horizonte temporal 
relativamente cercano, con objetivos concretos y actividades orientadas a metas y compromisos 
internos a las organizaciones” (Fernández Arroyo y Schejtman, 2012, p. 46). Esta planificación por 
cierto debe estar alineada con el plan estratégico, pero se gestan a un nivel directamente 

 
1 Este tipo de herramienta también son comunes para el desarrollo de planes de acción y planes presupuestarios anuales, llamados por 

lo general como Planes Operativos Anuales. 
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relacionado con la implementación como son las oficinas operativas, instancias coordinadoras y 
direcciones generales (Armijo, 2011). 

B. Hacia una planificación operativa de la implementación. 

Como se desarrolla en el anexo 10, se entiende que la planificación operativa se enmarca en los 
lineamientos que se establecen en los niveles superiores como son la planificación estratégica y la 
política nacional. Por ello, los objetivos que la planificación operativa persiga deben estar alineados 
con los planes estratégicos (Sánchez Albavera, 2003) y, aún más, responder a las necesidades para 
el cumplimiento de los objetivos de estos últimos. 

Estas necesidades, en el contexto del proceso de implementación inicial y progresiva del nuevo 
Servicio, se interpretan como las necesidades de capacidades (i.e. entrega u oferta, coordinación, 
analíticas, gestión) para el despliegue, adopción y funcionamiento normal de la política y el plan de 
acción. 

En este sentido, el anexo referido detalla el camino que se puede trazar desde una PE a una PO 
siguiendo los planteamientos de Sánchez Albavera (2003). Estos son: 

Tabla 1. Resumen de elementos para la elaboración de una planificación operativa. 

Elemento de Sánchez Albavera (2003) Metodología 

Descripción de los supuestos que guían la elaboración 
de la PO y de su contexto.  

Esta descripción debe derivar de la matriz de marco lógico y narrativa de 
cambio del plan de acción desde actividades y productos hasta el mismo fin 
de la política. Esto permitirá visualizar elementos mínimos necesarios a 
instalar en este momento inicial (i.e. brechas, necesidades y metas). 

Objetivos del área o unidad de gestión, así como las 
metas y los indicadores que se utilizarán para 
monitorear y evaluar su consecución.  

Estos objetivos, metas e indicadores deben alinearse a las metas y objetivos 
del plan de acción, pero deben ser propios. Seguido de comprender los 
supuestos y las necesidades del nuevo sistema, se requiere desarrollar 
objetivos e indicadores respecto de la instalación de los elementos 
necesarios para el nuevo sistema de justicia juvenil (incluyendo el nuevo 
Servicio, el nuevo modelo de intervención especializada, las orgánicas de 
coordinación interinstitucional e intersectoriales, las capacidades para 
monitoreo y evaluación del nuevo sistema, etc.) 

Análisis FODA, que permita incorporar las fortalezas y 
debilidades de la organización para enfrentar las 
oportunidades y amenazas del entorno.  

Si bien el autor plantea el análisis FODA, se propone hacer uso del mapeo de 
actores, así como de la identificación de nudos críticos de la coordinación y 
del modelo de intervención respectivamente. 

Conocimiento de los recursos disponibles durante la 
elaboración del presupuesto. Además, es necesario 
que la unidad de gestión conozca su presupuesto y 
que analice sus alcances para juzgar si es factible 
cumplir con los objetivos en el tiempo establecido. Es 
crucial contar con indicadores para monitorear el uso 
de esos recursos y realizar ajustes si fuera necesario 

Este punto debe derivar de la planificación estratégica del modelo de 
intervención que contempla las evaluaciones de eficiencia y economía, así 
como de la evaluación ex ante de la propia implementación progresiva. Se 
recomienda ampliar la noción de Sánchez Albavera centrada en los recursos 
financieros, hacia también las capacidades organizativas y analíticas. 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Sánchez Albavera, 2003. 

En particular para la PO que supondrá la instalación progresiva del nuevo Servicio es relevante el 
establecimiento de la política y el desarrollo de planificación estratégica -incluyendo el plan de 
acción-, para poder desde ahí delinear una planificación operativa definitiva.  

El resultado de esta planificación, el plan operativo, debe considerar no solo el ejercicio del SNRSJ 
ya instalado, sino los desafíos y necesidades para instalarlo, y con ello se generarán objetivos 
primeros o transitorios. Es a partir de estos objetivos definidos sobre el proceso de implementación 
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progresiva, y particularmente los objetivos y metas definidos para la macrozona norte, de los cuales 
se pueden establecer los indicadores más apropiados para el seguimiento de este proceso. 

 

C. Seguimiento de un plan operativo de implementación inicial y progresivo. 

En este apartado del anexo 10 se describen los tres momentos claves para el diseño y aplicación de 
una estrategia de seguimiento del plan operativo de implementación. Estos son:  

i. Fase de formulación de la política: Evaluación ex ante  

En este momento es necesario desarrollar la planificación estratégica y operativa, que se 
materializan en instrumentos que son los planes de acción y planes operativos. Estos, como ya se ha 
visto, contemplan las actividades, objetivos y metas, las que deben ser posibles de seguir y medir su 
progreso en el tiempo. Para ello la matriz de marco lógico se presenta como una herramienta útil. 

Este marco contempla una narrativa lógica del cambio propuesto, sus supuestos, al tiempo que 
define los mecanismos, herramientas y responsabilidades para medir el avance. Los indicadores por 
su parte son la medida observable que permite realizar aquello, pero es necesario además 
observarlos comparativamente a un tiempo inicial o un tiempo 0.  

Para esto último comúnmente se utilizan los levantamientos de línea base los que se enmarcan en 

lo que se conoce como evaluación ex ante. Este tipo de evaluación que ocurre en un momento 
previo a la implementación, es decir durante la formulación de la política. 

Para esto se propone realizar una versión modificada de los seis pasos de la evaluación ex ante 
propuestos por el ILPES (Navarro et al., 2006): 

• Diagnóstico: Conocer la situación del problema en cuestión, su magnitud y afectación. Está 

contenido en diagnósticos previos referidos a la reinserción social juvenil en Chile. Es rele-

vante también tener una noción acabada de la demanda y de las brechas existentes para 

satisfacerla. 

• Formulación de programas: Busca, sobre la base del diagnóstico y en consideración de los 

recursos disponibles, seleccionar el o los programas a implementar. En el contexto de la 

implementación progresiva del nuevo Servicio, esta etapa no se desarrollará en el marco de 

un programa específico, sino que buscará determinar las actividades, procesos y productos 

concretos a realizarse para conseguir la instalación de este nuevo Servicio y el correcto 

despliegue de capacidades para que el nuevo sistema de justicia juvenil. Preliminarmente, y 

basándose en estudios de construcción de capacidades de administración pública (Smeri-

glio et al., 2015), se definen las siguientes como dimensiones mínimas a considerar: (a) la 

instalación física y organizacional de las nuevas oficinas y unidades del Servicio, así como de 

las instancias de coordinación interinstitucionales e intersectoriales (estructura), (b) la ins-

talación y desarrollo de recursos y capacidades humanas (recursos humanos), (c) el desa-

rrollo y funcionamiento de los sistemas informáticos y comunicativos (sistemas y herra-

mientas), y se añade  (d) el despliegue del nuevo modelo de intervención especializada 

(MIE) como una dimensión propia atendiendo a la centralidad de esta. 
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• Línea base: Siguiendo la definición de dimensiones se debería establecer una caracteriza-

ción de la situación actual para cada uno, en tanto estos serán las “variables de impacto” 

(Navarro et al., 2006, p. 38).  

• Selección de beneficiarios/as: Este paso tiene que ver con la selección de la población obje-

tivo de cada programa. Para este caso en particular, sería pertinente solo con respecto al 

modelo de intervención y su respectivo análisis de la demanda potencial. 

• Simulación de la situación con proyecto y medición de impacto: Según los pasos definidos 

por el ILPES (Navarro et al. 2006), una vez definidos los beneficiarios y las variables de im-

pacto, se procede a simular y comparar un escenario de aplicación frente a la no aplicación, 

intentando ver el diferencial en el impacto. No obstante, este paso ha sido reinterpretado a 

un momento para sistematizar necesidades y soluciones frente a la implementación pro-

gresiva en cada una de sus dimensiones. 

• Jerarquización por eficacia y eficiencia: Considerando las soluciones identificadas en el paso 

E, así como el logro de la metas y ajuste a presupuesto definidos en el plan estratégico y 

operativo, se realiza una jerarquización de las actividades, procesos y productos dentro de 

cada dimensión. Este ejercicio idealmente sirve de insumo para la calendarización del pro-

ceso de implementación, pero también para identificar nudos o desafíos dentro de algunas 

de las rutas de acción críticas de la implementación cuando ya han sido previamente defi-

nidas.  

ii. Fase de implementación: Seguimiento (evaluación de procesos) 

La evaluación ex ante, sobre la base de los objetivos establecidos en el primer plan de acción y el 
plan operativo de implementación progresivo inicial, nutrirán la matriz de marco lógico, que se sitúa 

como la carta guía del proceso de implementación y su seguimiento.  

Este proceso, de seguimiento, a diferencia de la evaluación de impacto no ocurre en un momento 
transversal (corte en el tiempo) donde se mide el impacto, sino más bien es un proceso que 
acompaña de manera continua la ejecución de una política o programa para ver su estado de 
avance y desarrollar una gestión apropiada (OCDE, 2002).  

Para el caso de la implementación progresiva inicial del nuevo Servicio, este será el proceso que 
acompañará a los meses previos a la entrada en vigencia de la ley primero en la macrozona norte, y 
luego en la sur y centro.  

Como herramienta de gestión, se propone complementar la Matriz de Marco Lógico con un Tablero 
de Gestión (también llamado de Control) específicamente para la puesta en marcha en tanto es una 
herramienta que permite sistematizar mediciones entorno a objetivos, y entender sus datos en 
términos de la gestión de organismos, generando una cultura de gestión orientada a los resultados 
(Fernández Arroyo y Schejtman, 2012, p. 122). 

En el anexo 10 se presenta un modelo de tablero de gestión a modo de ilustración. Este tablero 
debe contemplar las dimensiones principales definidas preliminarmente, y los procesos 
identificados en la matriz de sistematización de necesidades a desarrollarse durante la evaluación 
ex ante. Para cada proceso se debe definir un objetivo (asociado a la necesidad) y un indicador que 
permita monitorear su avance. El sentido y los criterios de su evaluación deben ser definidos para 
cada indicador considerando la naturaleza del indicador, la situación inicial y la meta perseguida. En 
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las dos últimas columnas se identifica el resultado del indicador al momento de la línea base 
(tiempo 0 o T0) y el resultado al momento de la medición. El sistema de colores es una de las 
formas -hay otras opciones- con las que se alerta sobre el avance de cada indicador, invitando a 
indagar en ese resultado parcial y a generar medidas correctivas en caso de ser necesario. 

iii. Fase de Implementación y E&M2: Evaluación ex post  

Finalmente, una vez implementada la política o programa se puede realizar una evaluación de 
impacto ex post, lo que para el caso concreto discutido podría plantearse en dos momentos. Uno al 
momento justo previo a la entrada en vigencia de la ley, es decir a los 12 meses desde su 
promulgación. Y, otro que se sugiere a los 12 meses posteriores de la entrada en vigencia de la ley. 

La evaluación ex post lo que persigue en términos generales es “determinar la magnitud, 
efectividad, eficiencia y sostenibilidad de los efectos generados por una intervención” (Navarro et 
al., 2006, p. 58). En este sentido un elemento esencial constituye verificar el cumplimiento del 
propósito y objetivos establecidas para la implementación inicial que comprendería entre otras 
cosas la fechas, la cantidad de servicios y oferta desplegada, la demanda cubierta, y los recursos 
utilizados. 

Para poder abordar el seguimiento del plan operativo de implementación progresiva no se estima 
necesario incluir todos los indicadores de impacto de la política, sino más bien, es necesario pensar 
en indicadores de proceso y de desempeño que deben estar alineados con el desarrollo de 
actividades, procesos y productos definidos en la evaluación ex ante. 

Particularmente para el momento de entrada en vigencia de la ley es relevante poder evaluar no 
solo el desarrollo del proceso y su gestión (realizado por medio del tablero de gestión) sino también 
verificar que efectivamente toda la infraestructura, bienes materiales, capacidades y herramientas 
necesarias en cada dimensión están en pie (el fin o consecución de los procesos). Para esto se 
propone utilizar una herramienta tipo check list (Fixsen et al. 2015) que debe considerar 
nuevamente las dimensiones y necesidades visionadas desde la evaluación ex ante, pero 
centrándose en las actividades y productos, así como en los mecanismos que permiten asegurar su 
calidad. 

Esta herramienta, basada en la ciencia de la implementación está presente en el anexo 10, es una 
encuesta autoaplicada que debe ser respondida individualmente y online por los profesionales de 
los equipos del servicio a cargo de la implementación progresiva tanto a nivel nacional como 
regional. 

 

D. Indicadores de seguimiento para la implementación inicial. 

En los últimos 3 apartados del anexo 10 se desarrollan los indicadores de seguimiento, primero 
estableciéndose algunas consideraciones más conceptuales para luego hacer una propuesta, y 
finalmente discutirlas dentro de la idea de la línea base. 

En este marco el anexo destaca la conceptualización de Ortegón et al. Que definen los indicadores 
como “La especificación cuantitativa y cualitativa para medir el logro de un objetivo, aceptada 
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colectivamente por los involucrados en el proyecto como adecuada para lograr el objetivo 
correspondiente” (2015[2005], p. 29). Los autores hacen hincapié en la necesidad de que estos 
indicadores sean herramientas válidas para medir lo que se requiere medir, pero también en la 
necesidad del consenso sobre lo que se mide, como elementos esenciales de la legitimidad y 
adherencia. 

En el contexto del marco lógico, estos indicadores se pueden utilizar a todos sus niveles de 
definición de “objetivos” que son el fin, los propósitos, componentes y actividades. Considerando 
que cada objetivo debe estar asociado a un indicador y que por parsimonia siempre se busca 
establecer el mínimo de indicadores para poder dar cuenta de los objetivos planteados. 

Particularmente en el contexto del plan operativo de la implementación progresiva, estos deberán 
considerar el fin contenido en la Política Nacional y deberá establecerse alineado al propósito de 
instalar el nuevo Servicio en la macrozona norte dentro de los 12 meses posterior a la promulgación 
de la ley. A este propósito se le debe agregar mayores definiciones como “con capacidad para 
absorber X% de la demanda”.  

Por otra parte, los indicadores propios o programáticos se establecerán a nivel de las dimensiones 
relevadas en el presente informe (que actuarían a nivel de componentes en la nomenclatura del 
MML), y de las actividades dentro de cada dimensión de la implementación. 

Los indicadores a nivel de componentes y actividades son herramientas de seguimiento a nivel de la 
propia implementación que se expresan como “descripciones breves de los estudios, capacitaciones 
y obras físicas que suministra el proyecto (…) debe especificar cantidad, calidad y tiempo” (Ortegón 
et al., 2015[2005], p. 26).  

A estas definiciones de los manuales de la ILPES sumamos a los indicadores la idea del carácter 
multidimensional, con lo cual se hace relevante no solo medir a nivel de procesos y de control de 
gestión, sino que también en términos del desempeño. Para ello se deben incluir indicadores de 
eficacia, eficiencia, calidad y economía a nivel de componentes como de propósito. En este último 
caso, los indicadores y medios de verificación deben formar parte del desarrollo de la estrategia de 
monitoreo y evaluación del Plan de Acción. 

Un indicador bien formulado es el que va a permitir tanto la buena gestión de un proyecto como la 
posterior medición de los impactos esperados (BID, 1997). Es por ello que, debe considerar ciertas 
características (ver ilustración 4 sobre indicadores inteligentes) y se recomienda seguir procesos 
sistemáticos para su construcción.  

El mismo ILPES desarrolla en su manual de Metodología de Matriz Marco Lógico el siguiente camino 
para la construcción de indicadores: 

Paso 1: Listar indicadores. 

i. Desarrollar lista lo más amplia posible de indicadores para cada nivel de la MML. 

ii. Detallar para cada indicador cual es el grupo objetivo, la cantidad, la calidad, para cuándo y 

dónde. 

iii. Detallar el tipo de cada indicador, señalando si es cuantitativo o cualitativo y si se trata de 

un indicador de resultado final, intermedio o indirecto (proxy). 
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Paso 2: Selección de indicadores. 

Por motivo de parsimonia y eficiencia se recomienda incluir el menor número posible de 
indicadores en la MML. Para ello se realiza una selección que comienza con decidir los criterios de 
adecuación y jerarquización de estos.  

i. Ordenar indicadores por nivel de la MML. 

ii. Definir criterios. Se puede seguir los criterios de la oficina de evaluación de proyecto de la 

PNUD que establece: a) el sentido del indicador es claro (se sabe que significa si aumenta o 

disminuye), b) existe información disponible o se puede recolectar con facilidad, c) el indi-

cador es tangible (se puede observar), d) la tarea de recolección está al alcance de la direc-

ción del proyecto/política y no requiere expertos para su análisis, y e) el indicador es lo bas-

tante representativo. ILPES suma un sexto criterio que es f) el indicador es independiente 

del medio que se usa para alcanzar un resultado. 

iii. Asignar puntuación. Cada criterio vale 1 punto, quedando cada indicador puntuado entre 0 

y 6. 

iv. Seleccionar aquellos indicadores que por nivel de la MML tengan puntaje más alto. 

Paso 3: Evaluación de indicadores. 

Verificar que los indicadores seleccionados han sido correctamente especificados siguiendo los 
siguientes criterios: 

i. Los indicadores de Propósito no sean un resumen de los Componentes. 

ii. Los indicadores de Propósito midan lo que es importante. 

iii. Todos los indicadores estén especificados en términos de cantidad, calidad y tiempo. 

iv. Los indicadores para cada nivel de objetivo sean diferentes a los indicadores de otros nive-

les. 

v. El presupuesto sea suficiente para llevar a cabo las actividades identificadas. 

 

Paso 4: Establecer resultados intermedios. 

Además de la meta final es útil precisar resultados intermedios que permitan ir viendo resultados 
de avance a lo largo del programa/política. Dependiendo de la naturaleza del indicador y de su nivel 
se define la periodicidad con que se evaluará y lo que se espera en ese momento. En general a nivel 
de actividades y componentes de la MML los indicadores se evalúan en intervalos de máximo un 
año, mientras que a nivel de propósito y fin se hace anualmente o en intervalos mayores. 

 

E. Propuesta de una sistematización de línea de base a partir de los objetivos estratégicos pre-

liminares. 

En el penúltimo apartado del anexo 10 contienen el desarrollo en detalle de la propuesta, 
describiendo los tipos de indicadores seleccionados. Así mismo se presenta una matriz tipo (ver 
abajo) para destacar los aspectos necesarios a levantar cuando estos indicadores se definan en la 
PNRSJ propiamente. 
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Tabla 2. Matriz de sistematización de indicadores de línea base de objetivos estratégicos 

Objetivos Estratégico Indicador Periodo de 
referencia 
para línea 
base 

Metodología 
(método de 
obtención o 
fórmula de 
cálculo) 

Fuente Responsable 

Propiciar la reducción de 
la reincidencia delictual, 
el abandono temprano de 
la trayectoria delictual y el 
desescalamiento de la 
conducta a partir de la 
generación e 
implementación de 
programas basados en la 
evidencia prácticas 
efectivas validadas. 

-Tasa de reincidencia delictual general y 
acumulada. 
-Tasa de progresión de la severidad. 
-Tasa de frecuencia de la reincidencia. 
-Promedio de edad de abandono de la 
trayectoria delictiva. 

Promedios del 
periodo 2017-
2020. 

Ver definiciones 
de las tasas en 
Unidad de 
Estudios 
SENAME, 2015. 

  

Diseñar mecanismos para 
la generación de 
programas y prácticas 
efectivas sustentadas en 
la evidencia nacional y 
comparada. 

-% de programas implementados que cumplen 

con estándar de PPBE3. 

Evaluación 
inicial una vez 
construidos 
los 
estándares. 

   

Desarrollar una estrategia 
de monitoreo y 
evaluación de resultados 
e impacto de programas y 
prácticas del MIE. 

-Existencia de una estrategia de monitoreo y 
evaluación de resultados e impacto del MIE. 

Respecto del 
primer plan 
de acción. 

   

Generar una oferta 
intersectorial de calidad, 
oportuna, especializada y 
que priorice a los y las 
adolescentes del sistema 
penal juvenil con plena 
garantía de sus de DDHH. 

-% de demanda de servicios cubierta por la 
oferta intersectorial. 
-% de programas nivelados al estándar final que 

establece el CEA4. 

-Tiempo promedio que tarda en otorgarse un 
servicio de oferta especializada. 
-% de adolescentes que reciben atención post 
sanción. 
 
-Tasa de adolescentes cumpliendo sanción en 
medio privado de libertad. 
-Tiempo promedio de la privación de la libertad 
de adolescentes cumpliendo sanción privativa 
de libertad. 

-Estudio de 
demanda 
actual. 
-% inicial 
luego de 
primera 
evaluación de 
cumplimiento 
de 
estándares. 
-Promedio del 
periodo 2017-
2021. 

   

Instalar orgánicas y 
capacidades para 
monitorear y evaluar el 
pleno respeto de los 
DDHH, privacidad, 
autonomía, integridad y 
vida de los y las 

-% de servicios y dependencias regionales del 
sistema de ejecución penal actual con unidades 
especializadas para el seguimiento y evaluación 
de la garantía de DDHH, privacidad, autonomía 
e integridad. 
-Tasa de adolescentes bajo custodia del estado 
u organismos colaboradores fallecidos. 

Existentes a la 
fecha. 
 
 
 
 
 

   

 
3 Dentro del Consejo de Estándares y Acreditación debe desarrollarse e implementarse una matriz operativizada de cumplimiento 

mínimo para ser denominada una política pública basada en la evidencia. 
4 Si bien la aplicación de los estándares se propone de modo gradual, es necesario hacer seguimiento a que este sea un proceso 

incremental orientado hacia el nivel de calidad, oportunidad y especialización último que el CEA defina. 
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adolescentes en todas las 
etapas del proceso de 
ejecución penal, 
considerando las 
necesidades especiales 
según el tipo de medio y 
sanción. 

-% de centros de la oferta intersectorial 
fiscalizados. 
 

 
-Durante 
primer año de 
vigencia. 

Construir modelo de 
capacitación continua del 
personal del sistema en 
materia de DDHH, 
privacidad, autonomía e 
integridad de los y las 
adolescentes infractoras 
de ley. 

-% de funcionarios del sistema de ejecución 
penal actualmente capacitados en materia de 
DDHH privacidad, autonomía e integridad de 
NNA infractores de ley. 

Capacitados a 
la fecha. 

   

Diseñar una estrategia de 
acceso a la justicia y 
protección de derecho 
que incluyan mecanismos 
de petición y/o reclamo. 

-Existencia de un reglamento de derecho a 
reclamación. 
-% de adolescentes usuarios/as en 
conocimiento del reglamento de derecho a 
reclamación. 
-Tasa de usuarios/as que acceden a los 
servicios de patrocinio jurídico gratuito, del 
total atendido. 
-% de centros de cumplimiento de sanción y/o 
oferta intersectorial que tienen instalado un 
sistema para atender quejas. 

-Promedio del 
periodo 2017-
2021. 

   

Desarrollar estrategias 
participativas que 
incluyan a operadores/as 
del sistema como a los y 
las adolescentes usuarias 
y sus entornos de 
soporte, tanto para la 
formulación como la 
evaluación de programas 
de RSJ. 

-Tasa de adolescentes usuarios/as encuestados 
que evalúan positivamente su experiencia en el 
sistema de RSJ. 
-Tasa de operadores/as del sistema 
encuestados que evalúan positivamente el 
funcionamiento del sistema de RSJ. 
-Porcentaje de adolescentes privados de 
libertad visitados por padres, tutores o 
familiares adultos, o que han visitado a esas 
personas, en x tiempo. 

    

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Unidad de Estudios SENAME 2015 y ONU-UNICEF 2008. 

 

F. Propuesta de línea de base de aspectos de coordinación intersectorial. 

Finalmente, el anexo 10 desarrolla una propuesta base, especialmente pensada en el marco de los 
desafíos de la coordinación intersectorial, para el cual se ha asociado un objetivo específico en este 
sentido.  

Tabla 3: Matriz de sistematización de indicadores de línea base de articulación intersectorial e institucional 

Objetivos Estratégico Indicador Periodo de 
referencia para 
línea base 

Metodología 
(método de 
obtención o 
fórmula de 
cálculo) 

Fuente Responsable 

Instalar el modelo de 
intervención integral, que 
coordine y alinee con la misión 

-% de funcionarios/as internos y de la 
red intersectorial que conocen los 
principios, misión y objetivos 

-Periodo de 
vacancia 
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y visión de la política a todos 
sus actores. 

estratégicos de la política. 
-% de funcionarios/as internos y de la 
red intersectorial que concuerdan con 
la definición de principios, misión y 
objetivos estratégicos de la política. 
-% de funcionarios/as internos y de la 
red intersectorial que conoce el MIE. 
-% de funcionarios/as internos y de la 
red intersectorial que adhiere y ocupa 
en su práctica cotidiana el MIE. 
-% de funcionarios/as internos y de la 
red intersectorial que adhiere y ocupa 
en su práctica cotidiana el EUE. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
-Primer año de 
implementación 

Fuente: Elaboración propia. 
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(IV) Consejo Nacional de reinserción y política nacional 
*Ver Anexo 11 para información en detalle. 

 

A. Objetivos estratégicos de la política  

El siguiente apartado resume la metodología y propuestas realizadas entorno a la formulación de 
la política Nacional de Reinserción Social Juvenil (PNRSJ), la que se encuentra completamente 
desarrollada en el anexo 11. 

i. Metodología taller construcción de metas y objetivos. 

En términos generales el taller fue una propuesta de co-construcción entre el equipo MINJUDH y el 
Consorcio enfocada en desarrollar una propuesta de objetivos estratégicos para la política. Para 
ello, fue necesario desarrollar y consensuar otros elementos previos como los principios y valores, 
la misión y la visión, así como completar el análisis situacional para comprender sus áreas de trabajo 
estratégicas. El taller se realizó en dos medias jornadas y contó con la participación de profesionales 
y jefaturas del MINJUDDH pertenecientes a la División de Reinserción Social, al Departamento de 
Reinserción Social Juvenil de dicha división, así como también de expertos representantes de todas 
las organizaciones que son parte del consorcio de la presente licitación (CIDENI, Justicia y Sociedad 
UC y Fundación Paz Ciudadana). 

El taller se basó principalmente en la técnica DRAFPO, una versión adaptada del análisis FODA, y se 
estructuró resumidamente en tres partes. El detalle de la propuesta metodológica se puede 
encontrar en el anexo 11: 

1. Primera parte: Contexto, principios, valores y misión 

Esta primera parte del taller se consensuaron y validaron los principios y valores de la política. Para 
luego a la luz de estos últimos trabajar sobre una definición de la misión de esta. 

2. Segunda parte: Análisis DRAFPO 

Una vez definidos y consensuados los principios, valores y misión de la Política. Se pasó a la segunda 
parte del taller en la que se identificaron las fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas, así 
como también resistencias y potencialidades encontradas para su implementación, mediante la 
técnica DRAFPO (CIMAS 2009). 

Una vez completada la matriz DRAFPO se continuó con un análisis cruzado de sus componentes 
para el desarrollo de áreas estratégicas de la política.  

3. Tercera parte: Fines y objetivos estratégicos 

El último paso de taller se desarrolló sobre la base de las cuatro áreas de estrategias definidas por 
medio del análisis cruzado de la matriz DRAFPO, y tuvo por objeto la definición de las metas o fines 
de la política, así como la priorización y formulación de los objetivos estratégicos para la propuesta 

de Política Nacional. 

ii. Principios, enfoques, misión y visión. 

La propuesta consensuada de principios de la PNRSJ se compone de los siguientes cinco elementos: 
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Ilustración 1. Propuesta de Principios para la PNRSJ 

 

Fuente: elaboración propia. 

Estos principios constituyen ejes rectores éticos-morales de todo el actuar al alero de la PNSRJ, y se 
operativizan mediante la priorización y valores que estos establecen, así como mediante la 
aplicación de los siguientes enfoques: 

Ilustración 2. Enfoques que regirían la PNRSJ 

 

Fuente: Departamento de Reinserción Social Juvenil, 2021. 
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Tal como se desarrolla en detalle en el anexo 11, para formular una misión existen tres 
componentes base. Primero es claridad sobre qué es lo que quiere hacer en la práctica, luego el 
marco de principios y valores bajo el cual se actuará, y, en tercer lugar, la fundamentación de 
porque se quiere hacer aquello. Con esto en consideración, se trabajó en el taller respondiendo 
conjuntamente a tres preguntas:  

- ¿Qué es lo que la política busca directamente realizar? 

- ¿Cómo quiere realizar esto la política? 

- ¿Para qué o con que finalidad quiere hacer esto la política? 

De las respuestas obtenidas a estas preguntas, se llegó a la siguiente propuesta de misión para la 
PNRSJ: 

➢ Orientar y normar las acciones del sistema de RSJ a través de la coordinación pública, la ac-

ción integral y especializada, dando garantía de resguardo de la dignidad, con pleno respeto 

de los derechos humano y la identidad, en pos de favorecer el comportamiento legal de los y 

las adolescentes, para evitar la comisión de nuevos delitos, y con el fin de contribuir a la in-

tegración social y desarrollo de los y las adolescentes. 

Por otro lado, la visión si bien ligada a la misión no es lo mismo. Esta se entiende como el estado 
futuro deseado (Jhonson y Acholes, 2001) o como la ruta para un futuro planificado (Quigley, 1993). 
Junto con la misión, son el eje rector de la estrategia, así como el núcleo de su cultura 
organizacional (Martos Calpena, 2009). 

La visión no fue formulada dentro del taller, pero a partir de la conversación entablada a propósito 
de los principios y la misión, se hace la siguiente propuesta: 

➢ Ser un sistema de RSJ reconocido por su actuar integral y especializado, que contribuye efi-

cazmente y con pleno respeto de la dignidad, derechos humanos e identidad de los y las 

adolescentes, a evitar la comisión de nuevos delitos, a favorecer el comportamiento legal y 

la integración social.  

iii. Áreas de trabajo estratégicas. 

Para identificar las áreas estratégicas a las que debe dirigirse la PNRSJ, se realizó durante el taller 
una versión adaptada de la técnica FODA, llamada DRAFPO (para más detalles ver anexo 11).  

En términos prácticos la técnica se aplicó utilizando una matriz con los seis cuadros, y yendo desde 
la perspectiva interna a la externa se completó la matriz mediante preguntas guiadas. Se 
construyeron previamente tres sets de preguntas, uno para el medio interno, otro para el 
intermedio y uno para el externo.  Con estas se fue identificando los aspectos positivos y negativos 
según correspondía a cada categoría. Las preguntas usadas se presentan en el anexo antes 
mencionado. 
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Tabla 4. Análisis DRAFPO 

In
te

rn
o

 (+
 c

on
tr

o
l)

 FORTALEZAS: 

Modelo de intervención especializado desarrollado que 
permite objetivar y uniformar la intervención. 

Desarrollo del expediente único de ejecución (EUE). 

Existencia de un liderazgo institucional claro para el proceso de 
cambio (ley establece liderazgo claro). 

Voluntad e inversión en el diagnóstico y diseño que posibilita 
que esta se desarrolle dentro y bajo la dirección del Ministerio. 

Presencia de una línea base e información necesaria para 
mejorar centros y oferta. 

Tener un estudio de carga y demanda con información a nivel 
comunal que permite detectar las debilidades crónicas del 
sistema. 

Contar con análisis de brechas (OCAS). 

Nuevo sistema de compras públicas podría dar mayor agilidad. 

Nueva organización de los servicios a la luz de un diseño de 
estándares y proceso de acreditación. 

DEBILIDADES: 

Poca experiencia aplicando el modelo de intervención 
especializado (MIE). 

Cultura organizacional que tiende a la inercia (i.e. que a pesar del 
cambio de política las cosas se sigan haciendo igual en la 
práctica). 

Falta de capacidades de seguimiento y supervisión sobre la 
correcta ejecución del MIE. 

Cambios políticos que cambian el liderazgo del Ministerio. 

Existencia de una estructura débil en el medio de privación de 
libertad. 

Despliegue territorial aun es deficiente. 

Incertidumbre financiera para la provisión de servicios. 

Aún hay deficiencias en el diagnóstico particularmente sobre la 
oferta intersectorial de drogas y salud mental. 

Falta claridad del camino o tránsito para este cambio. 

Interoperabilidad del EUE. 

A
lia

n
za

s POTENCIALIDADES: 

La estructura en 3 niveles de articulación vertical del proyecto 
de ley establece y da obligatoriedad a alianzas importantes 
(Comisión). 

Alianzas establecidas con actores de la sociedad civil como 
centros de estudios y organismos internacionales ayuda a crear 
legitimidad que a su vez ayuda a dar continuidad al trabajo 
realizado aun cuando pueda haber cambio de autoridad. 

Existencia de alianzas con actores del parlamento (i.e. 
bancadas o parlamentarios). 

Cambios relativos a la articulación territorial (cambio de 
alcaldes/as y gobernadores/as) abre nuevas opciones de 
alianzas y colaboración. 

Existencia de CISC para el resguardo de los DDHH en centros 
privativos de libertad. 

RESISTENCIAS: 

Actores pueden participar por obligación, pero sin cambiar su 
estrategia de contribución desde una perspectiva especializada. 

Actores de la red interinstitucional de no ser incluidos y 
potenciados pueden continuar en la lógica de no dar la prioridad 
a la población de adolescentes infractores. 

Alianzas con actores externos puede generar complejidades 

Cambio relativos a la articulación territorial (cambio de 
alcaldes/as y gobernadores/as) genera incertidumbre. 

Se requiere oferta del medio libre y no hay certeza de que estén 
en las condiciones de cumplir con los nuevos estándares. 

Puede haber dificultades en la adopción del EUE (funcionamiento 
interoperable). 

No están señaladas en la ley los otros Ministerios que 
conformarán el Consejo Nacional de forma de vincular y dar 
obligatoriedad a su participación a este nivel de la política. 
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Ex
te

rn
o

 (
- 

co
n

tr
o

l)
 OPORTUNIDADES: 

Escenario de cambio actual (e.j. proceso constituyente) podría 
pensarse en procesos alineados con los principios de la política. 

La gradualidad y tiempo de la implementación permite hacer 
un seguimiento, generando aprendizajes que retroalimenten el 
proceso. 

El contexto actual de alto interés público en esta materia 
fomenta la rendición de cuentas de las autoridades y que por 
esto mismo las autoridades tomen una responsabilidad más 
cercana → si es necesaria considerar la ambivalencia en el 
interés público de la infancia que no necesariamente prioriza a 
los y las jóvenes infractoras. 

En la agenda pública los niños y niñas siguen siendo prioridad 
(aunque sea solo a nivel discursivo). → Misma observación del 
punto anterior. 

Existencia de la figura de la defensoría de la niñez. 

Existencia de amplia normativa nacional e internacional 
(convenciones suscritas) que den sustento a la política. 

AMENAZAS: 

Que con cambios importantes que hoy se viven (e.j. cambio 
constitucional) la política quede al corto tiempo desactualizada. 

La pandemia trastoca las formas y dinámicas de trabajo de los 
equipos y del sistema, generando la necesidad de adaptarse a 
nuevas modalidades no presenciales y los desafíos que eso trae. 

El sistema requiere gestionar recursos que van más allá de su 
control. 

Falta de competencia profesional en los distintos roles que 
demanda el servicio que no están necesariamente cubiertos en la 
formación universitaria. 

Inercia de la cultura de trabajo de los operadores/as. 

Materializar el cambio de política de forma descentralizada con 
actores que no están bajo el control del ministerio y el servicio. 

Cambios de ciclo político (e.j. elecciones presidenciales) pueden 
cambiar las prioridades de la agenda pública. 

Fuente: Elaboración propia. 

Derivado de este trabajo se relleno la matriz y con esta se prosiguió a realizar un análisis cruzado 
que buscaba ver las correlaciones de las fortalezas internas con potencialidades y oportunidades 
externas, así como de las primeras como medios para mitigar resistencias o amenazas. Y, por otro 
lado, identificar correlatos entre las debilidades, y el cómo hacerse cargo de estas debilidades 
internas, para poder hacer uso de las potencialidades y oportunidades, y poder evitar o reducir 
amenazas y resistencias. 

 

El resultado identifica áreas de trabajo estratégicas de cuatro tipos, que se resumen en el cuadro 
siguiente: 

Tabla 5. Cuadro resumen análisis cruzado 

Estrategias FPO: Estas son el 
caso ideal en que las 
fortalezas internas se usan 
para hacer uso de las 
potencialidades en las 
alianzas u oportunidades 
externas. 

 

- Potenciar, con un rol de liderazgo institucional claro, así como la aplicación de un modelo uniforme 
(MIE), las posibles alianzas frente a un nuevo escenario territorial (nuevos/as gobernadores/as y al-
caldes/as) 

- Potenciar rol institucional para desarrollar las alianzas con actores del parlamento y la sociedad civil 
que permitan dar apoyo, legitimidad y continuidad a la política. 

- Construir diagnóstico y línea base que permita generar alianzas con la sociedad civil (ej. Centros de 
estudios) y con los nuevos actores territoriales. 

- Aprovechar el diagnóstico y línea base, así como los mecanismos de recolección y análisis de infor-
mación del sistema (MIE, EUE, estrategias de seguimiento y evaluación) para poder poner en la 
agenda pública la RSJ dentro de un escenario de cambios importantes de agenda (cambio constitu-
cional, elecciones presidenciales, etc.). 

- Desarrollar mecanismos de rendición de cuentas y articulación vertical del sistema en concordancia 
con la existencia de un sistema de estándares y acreditación y de la obligación del resguardo de los 
DDHH. 

- Potenciar todos los mecanismos de seguimiento y evaluación que permitan aprovechar la graduali-
dad de la implementación para generar aprendizaje continuo del proceso. 

Estrategias FRA: Se plantean - Potenciar la adherencia activa al modelo de intervención y priorizando la atención especializada de 
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las fortalezas internas para 
reducir resistencias en las 
alianzas o el impacto de 
amenazas externas. 

jóvenes infractores/as de ley para desarrollar un cambio exitoso de política y prevenir la inercia en la 
cultura organizacional en todos sus niveles e intersectores. 

- Desarrollar un sistema de estándares y acreditación incremental que permita adecuar la oferta y 
organización de los servicios a los nuevos estándares de calidad. 

- Construir un diagnóstico comprensivo y una línea base rigurosa para mantener la política actualiza-
da frente a un escenario social y político de cambios. 

Estrategias DPO: Buscan 
reducir debilidades internas 
para poder hacer uso de las 
potencialidades de las 
alianzas y oportunidades 
externas. 

- Reducir riesgos de la implementación del MIE para aprovechar las oportunidades de articulación de 
la red intersectorial. 

- Generar estrategia de cambio de la cultura organizacional bajo un claro liderazgo de cambio para 
aumentar legitimidad y adherencia a la PNRSJ (mejorando articulación vertical y horizontal) y hacer 
frente a la inercia de la cultura organizacional. 

- Mejorar el despliegue territorial y las debilidades del medio de privación de libertad para generar 
una articulación territorial más exitosa y con pleno resguardo de los DDHH en la oferta intersecto-
rial. 

Estrategias DRA: Se 
proponen con el fin de 

evitar resistencias en las 
alianzas y amenazas 
externas a través de reducir 
las debilidades internas. 

- Mayor liderazgo y alineación del cambio a nivel interno para reducir las resistencias en los actores 
del intersector a estos cambios. 

- Aumentar capacidades de implementación y seguimiento del MIE para mejorar articulación con red 
intersectorial 

- Generar condiciones de estabilidad política en torno a la agenda del MINJUDDH para hacer frente a 
cambios de mando de la cartera. 

Fuente: Elaboración propia sobre la base del taller y Rauch et al. 2015. 

 

iv. Fines y objetivos estratégicos. 

Finalmente, el último paso del taller se desarrolló sobre la base de las cuatro áreas de estrategias 
definidas por medio del análisis cruzado de la matriz DRAFPO, y tuvo por objeto la definición de los 
fines de la política, así como la priorización y formulación de los objetivos estratégicos para la 

propuesta de Política Nacional. 

Para esto se entienden los fines como la “(…) situación que se desea obtener al final del periodo de 
duración del proyecto, mediante la aplicación de los recursos y realización de actividades previstas”  
(Cohen y Franco, 1992: 77). Así, el trabajo, como se explica en el anexo 11, consistió en desagregar 
la misión en sus componentes e identificar los fines que esta misma señala por separado. La 
conversación del grupo fluyó en torno a 2 preguntas: ¿Tiene la PNRSJ, con su misión, un único fin o 

varios?, y ¿Cuál o cuáles son esas situaciones futuras deseables? 

Hubo consenso que de la misión definida se concluyen dos fines: 

1. Fin preventivo que dice relación con evitar la comisión de nuevos delitos, contribuir a la in-

tegración a la sociedad y el respeto por las normas5. 

2. Fin de garantía que dice relación con el pleno respeto de los Derechos Humanos, la identi-

dad y el resguardo de la dignidad de los y las adolescentes.  

 
5 Respecto a este fin es necesario tener presente lo que establece la Convención sobre los Derechos del Niño en su artículo 40: “Los 

Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare 
culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor , que 
fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta la 
edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad ”. (el 
subrayado es nuestro). 
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Luego a partir de este ejercicio se conversó sobre los objetivos estratégicos, entendiendo estos 
últimos como “los fines o metas desarrollados a nivel estratégico y que la organización pretende 
lograr en un periodo determinado de tiempo” (Rocancio, 2018: s/p). En este sentido, se trabajó 
sobre los dos fines mencionados anteriormente con la idea de desarrollar metas desde un punto de 
vista estratégico que permita tener un parámetro temporal de seguimiento y monitoreo de la 
implementación de la nueva política.  

Tabla 6. Discusión y propuesta de formulación de objetivos estratégicos para la PNRSJ 

Fin de Prevención 

- Generación de programas basados en la evidencia y va-
lidación de prácticas efectivas que propendan a reducir la re-
incidencia delictual y a generar un modelo de reducción de 
daños, esto es, contribuir al abandono temprano, retraso de 
la trayectoria delictual y el desescalamiento de la conducta 
delictiva. 
- Que la oferta intersectorial integre de manera efectiva a 
las diferentes instituciones y servicios que se encuentran in-
volucrados en la política. Esta integración debe orientar y ar-
ticular la política de modo que la oferta sea adecuada, priori-
taria, especializada y oportuna.  
- Consolidar el modelo de intervención especializado 
mediante la adherencia de los intersectores respecto a los fi-
nes de la política mediante la consolidación de lineamientos 
homogéneos y la consolidación de prácticas efectivas. 
- Que el EUE contribuya de manera efectiva a la obten-
ción de un sistema de información que sea un insumo idóneo 
para registrar, monitorear y evaluar la política. 

1. Propiciar la reducción de la reincidencia delictual y el aban-
dono temprano de la trayectoria delictual y desescalamiento 
a partir de la generación e implementación de programas 
basados en la evidencia prácticas efectivas validadas. 

2. Diseñar mecanismos para la generación de programas y 
practicas efectivas sustentadas en la evidencia nacional y 
comparada. 

3. Desarrollar una estrategia de monitoreo y evaluación de 
resultados e impacto de programas y prácticas del MIE. 

4. Generar una oferta intersectorial de calidad, oportuna, espe-
cializada y que priorice a los y las adolescentes del sistema 
penal juvenil. 

5. Instalar un modelo de intervención integral, que coordine y 
alinee con la misión y visión de la política a todos sus actores. 

 

Fin de Garantías 

- Respeto a los DDHH de las y los adolescentes en la eta-
pa de ejecución penal, en particular, en el ámbito de las me-
didas privativas de libertad, y, especialmente, el respeto por 
la privacidad, la autonomía, la integridad y la vida. 
- Respeto por el debido proceso y las garantías jurisdic-
cionales durante el proceso penal. En especial, la existencia 
de mecanismos efectivos de acceso a la justicia y protección 
de derecho en el ámbito de la etapa de ejecución, como, por 
ejemplo, la existencia de mecanismos de petición o reclamo.  
- El sistema no sólo debe apuntar al cumplimiento legal 
respecto al trato de las y los adolescentes, sino que debe 
propender a generar una mayor percepción de legitimidad 
mediante un trato digno que considere un genuino interés 
por las necesidades de las y los adolescentes.  
 

6. Instalar orgánicas y capacidades para monitorear y evaluar 
el pleno respeto de los DDHH, privacidad, autonomía, inte-
gridad y vida de los y las adolescentes en todas las etapas 
del proceso de ejecución penal, considerando las necesida-
des especiales según el tipo de medio y sanción. 

7. Construir modelo de capacitación continua del personal del 
sistema en materia de DDHH, privacidad, autonomía e inte-
gridad de los y las adolescentes infractoras de ley. 

8. Diseñar una estrategia de acceso a la justicia y protección de 
derecho que incluyan mecanismos de petición y/o reclamo. 

9. Desarrollar estrategias participativas que incluyan a opera-
dores/as del sistema como a los y las adolescentes benefi-
ciarias y sus entornos de soporte, tanto para la formulación 
como la evaluación de programas de RSJ. 

Fuente: elaboración propia. 

 

B. Articulación entre órganos intersectoriales  

En la segunda mitad del anexo 11 se desarrolla una sistematización de experiencias similares de 
articulación intersectorial y buenas prácticas que de estas se pueden obtener. 
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i. Articulaciones similares de despliegue de política pública en otros servicios del 

Estado. 

En el presente acápite se pondrá el foco en la experiencia de otras políticas públicas de naturaleza 
intersectorial, en la medida que una de las principales apuestas y desafíos del PLSNRSJ están en este 
ámbito. 

La literatura nacional en general se ha centrado en recoger dos ejemplos de políticas 
intersectoriales implementados en el presente siglo: El subsistema Chile Crece Contigo y el 
programa Chile Solidario.  

Chile Crece Contigo 

Un ejemplo paradigmático fue la implementación en el año 2007 del subsistema Chile Crece 
Contigo (en adelante ChCC). ChCC se define como un “sistema integral, intersectorial y de 
componentes múltiples de política pública, que tiene como objetivo ayudar a todos los niños a 
alcanzar su máximo potencial de desarrollo, independientemente de su situación socioeconómica” 
(Torres et al., 2017, p. 4). 

Tres Ministerios claves se encuentran involucrados en la administración de ChCC y/o su 
implementación: Salud, Educación y el Ministerio de Desarrollo Social y Familia (en adelante 

MIDESOF). Este último, es responsable de la coordinación y gestión del sistema en los niveles 
nacional, regional y comunal.  

En general las evaluaciones, incluidas varias de impacto del subsistema, han demostrado efectos 
positivos en desarrollo infantil, tanto general como específicamente en el área de desarrollo social 
(Universidad Católica, 2013). Sin perjuicio de lo anterior, estudios acerca del modelo de gestión de 
la intersectorialidad del ChCC sólo hay uno, desarrollado por Cunill-Grau et al. (2013), el cual se 
enfocó en analizar la naturaleza intersectorial del subsistema, y reveló problemas importantes a 
nivel de su despliegue que resultan atingentes de mencionar.  

- Ausencia de una identidad común, un discurso y lenguaje común. 

- Problemas de aceptación y uso de este Sistema de Registro, Derivación y Monitoreo. 

- Percepciones variaban ostensiblemente cuando se pregunta sobre la eficacia de las 
diferentes instancias después del período de su instalación. Se observó consenso respecto 
de que las instancias intersectoriales en el nivel nacional y en el regional, así como las 
intergubernamentales en general no operaban. 

De conformidad con los hallazgos, existiría una intersectorialidad de baja intensidad en el diseño e 
implementación del ChCC. Dicha baja intensidad, se manifiesta cuando hay inclusividad en el 
diseño, pero no mancomunidad en la ejecución o viceversa. 

Programa Chile Solidario 

Chile Solidario se define como un sistema de protección social, en tanto articula el acceso de los 

participantes a un numeroso conjunto de programas y beneficios sociales que están adscritos a 
diversos ministerios y agencias públicas y que, en su mayoría, se encontraban funcionando con 
anterioridad a esta política. 
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Los resultados a ese programa son mixtos y se pueden observar con mayor detención en la segunda 
parte del anexo 11. En términos abreviados, destacamos los siguientes:  

- Hay evidencia de que Chile Solidario logró vincular a las familias participantes a la oferta de 
programas sociales, aun cuando hay dudas si los avances son fruto exclusivo del programa.  

- Se registraron avances en el fortalecimiento de disposiciones y actitudes que convierten a 
los participantes en sujetos de su propio desarrollo. Sin embargo, no hay evidencia sólida 
en las evaluaciones de impacto respecto a que Chile Solidario haya contribuido a aumentar 
los niveles promedios de empleo e ingresos de los participantes. 

- Definición poco clara de los roles que le tocaría ocupar a cada uno de los componentes de 
la red, así como una falta de coordinación entre los distintos niveles del sistema Chile 
Solidario (nacional, regional, local). 

- Problemas a nivel de los flujos de información y en la interpretación de los lineamientos y 
objetivos del programa. En muchos casos, la información se manejaba de forma 
compartimentada. 

- Problemas de gestión derivados de la dificultad de coordinación entre el Ministerio de 
Planificación y las Unidades de Intervención Familiar en los municipios, a efectos de 
articular una oferta adecuada a las características de la demanda en cada una de las 
dimensiones y territorios (Larrañaga et al., 2014). 

 

ii. Sistematización de buenas prácticas de coordinación interinstitucional. 

Como se explica en el anexo 11, en el sector justicia, no se conocen experiencias como las 
exploradas en la sección anterior tendientes a generar a plasmar una política intersectorial. Sin 
embargo, si se conoce de la existencia de algunas prácticas de coordinación interinstitucional, que 
pueden ser pertinentes de considerar. En particular, se analizan en el anexo, dos buenas prácticas 
de coordinación existentes: la Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal y 
Mesa de trabajo interinstitucional de los Tribunales de Tratamiento de Drogas (en adelante TTD).  

Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal  

En el año 2000, cuando comienza la implementación gradual de la reforma procesal penal, se crea 
la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal destinada a coordinar las labores de 
implementación de la Reforma Procesal Penal conforme al programa de gradualidad. 

Para hacer más eficaz su trabajo, se constituyen una serie de mesas de trabajo operativas, que 
permiten que los operadores más directos puedan abordar, analizar y hacer propuestas a la 
comisión. Además, hay otras instancias de coordinación regional. Así, en primer lugar, encontramos 
las Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, que fueron creadas para 
desarrollar labores de coordinación, seguimiento y evaluación del sistema procesal penal en la 
región respectiva, así como sugerir propuestas tendientes a mejorar su funcionamiento. 

En la evaluación realizada por el CEJA (2017) se destacan algunos aspectos positivos y negativos 
respecto de la coordinación interinstitucional. En lo positivos destaca: 
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- Las instancias de coordinación se reconocen por los actores del sistema en general como 
buenas prácticas, pues funcionan de manera ordinaria y permanente posibilitando 
consensuar criterios entre las instituciones y formalizar protocolos de actuación conjunta lo 
que ha generado una gestión eficiente del sistema en su totalidad y las relaciones de 
trabajo entre algunos de los operadores.  

- La conformación de mesas de trabajo temáticas, son evaluadas positivamente en la medida 
que suponen el abordaje de materias de índole particular que requieren de un trabajo 
altamente especializado y técnico.  

Respecto a las críticas, se señala el citado informe: 

- Fallas en la comunicación vertical. Muchos de los operadores directos declaran desconocer 
estas instancias de coordinación.  

- Óptica de trabajo poco sistémica y demasiado tecnocrática, donde no se consideran los 
efectos que los acuerdos adoptados tendrán sobre cada una de las instituciones afectadas, 
sus visiones, posiciones e intereses.  

- Ausencia de una adecuada y fluida comunicación y coordinación entre las mesas de trabajo 
que operan a nivel nacional y aquellas que se han implementado a nivel regional. 
Problemas que se han solucionado eficazmente a nivel local, a veces perviven, como los 
problemas a abordar en las instancias de coordinación superiores, y de manera inversa, 
aunque en menor medida, el mismo fenómeno es posible apreciar cuando las soluciones se 
adoptan a nivel nacional y dichos acuerdos son ignorados a nivel regional o local. 

Finalmente, el informe indica que, para poder transformar dichas instancias en oportunidades más 
eficaces y eficientes, resulta importante generar información empírica contrastable que permita 
evaluar si las problemáticas detectadas en la operatividad del sistema deben ser solucionadas a 
través de cambios en el modo de operar en terreno por alguna de las instituciones, por medio de 
acuerdos entre las instituciones involucradas o a través de soluciones legislativas. 

Mesa de trabajo interinstitucional de los Tribunales de Tratamiento de Drogas  

Las instancias de coordinación de los Tribunales de Tratamiento de Drogas (en adelante TTD) 
surgieron de manera espontánea a pocos años del primer piloto, pero no fue sino mediante la firma 
de un convenio interinstitucional suscrito en el año 2012 que dio cuerpo a la coordinación 
interinstitucional. De esta forma, el artículo 4 del citado convenio reguló la conformación de una 
Mesa de Trabajo Interinstitucional que permitiera, entre otros aspectos, generar las bases de dicho 
programa, analizar la normativa actual y realizar estudios a fin de proponer las reformas legales que 
sean pertinentes.  

Los estudios sobre TTD son escasos. Fundación Paz Ciudadana y el Banco Interamericano de 
Desarrollo desarrollaron una evaluación de impacto y de costo-beneficio de los TTD, dando cuenta 
de un impacto en la reducción de la reincidencia delictual del grupo de usuarios que participaron 
entre los años 2009 a 2013, quienes reincidieron cerca de un 30% menos que el grupo de usuarios 
de similares características que no participaron del programa durante el mismo periodo de tiempo 
(baja de 8,6 puntos porcentuales sobre un total de 29,6 puntos porcentuales (FPC-BID, 2018). Por 
su parte, en el año 2011 el Centro de Estudios en Seguridad Ciudadana si bien realizó una 
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evaluación de procesos y resultados del programa, no abordó la temática de la coordinación 
interinstitucional. De esta forma, no hay hasta la fecha estudios de implementación de los TTD, que 
den cuenta de los problemas de coordinación existentes.  

iii. Propuestas para la articulación y coordinación efectiva entre Consejo, Comisión 

y Comités. 

Como pudo observarse en los apartados relativos a las articulaciones similares de instancias 
intersectoriales y de buenas prácticas de coordinación interinstitucional, los desafíos son, sin duda, 
importantes para avanzar a la generación de una estructura orgánica que cuente con las 
capacidades y las herramientas necesarias para articular una intersectorialidad de alta intensidad. 
Como se señaló en el detalle del anexo 11, está presente cuando hay mancomunidad e inclusividad, 
esto es, cuando la intersectorialidad incluye los procesos de formación y ejecución de la política 
pública, partir de objetivos compartidos claramente identificados.  

Considerando dicho contexto, en el capítulo detallado dentro del anexo 11, se articulan cuatro 
grandes propuestas. La primera es la de realizar una estrategia de coordinación organizacional que 
atienda a los desafíos de un servicio que requiere articular en su base un trabajo en red. La segunda 
es el desarrollo de una propuesta analítica que comprenda tanto los flujos de conocimientos e 
información horizontales que se establecen a nivel de Comités, Comisión y Consejo, pero que a la 
vez también responda a los flujos verticales bidireccionales entre base local e instancias nacionales 
de planificación de la Política. La tercera propuesta es la construcción de un plan de seguimiento y 
monitoreo de las funciones de las tres instancias interinstitucionales acorde a lo menos a las 
exigencias de la Ley. 

Además, se desarrolla una propuesta metodológica base y necesaria para la implementación de 
estas propuestas en tanto bajada práctica de la ley en materia de la articulación. Esto es una 
herramienta participativa conocida como mapeo de actores. 

Estrategia de coordinación organizacional: 

Las capacidades de coordinación en la administración pública son un elemento trascendente para 
los desafíos de los Estados modernos y más aún frente a problemas complejos y multidimensionales 
como los es la criminalidad y reinserción juvenil. 

El complejo esquema institucional deriva de la necesidad para abordar el problema tanto de 
cooperación intersectorial como de gobernanza a múltiples niveles. Estas son sin duda dos 
características esenciales dentro del nuevo Servicio, pero que requieren mayores definiciones y 
esfuerzos que el sólo proyecto de ley y mecanismos regulatorios. 

De cara a la implementación del SNRSJ, sin embargo, destacan los desafíos que tiene que ver con la 
articulación en red a nivel regional, y su coexistencia con la articulación vertical que formalmente el 
proyecto de ley establece. Estos tipos de orgánicas tienen desafíos diferentes y por ende también 
requieren de distintos modos de coordinación y de liderazgo. 

El tener una forma u otra de coordinación, y así mismo, establecer un modo u otro de liderazgo no 
es una simple cuestión de declaración, sino que responde a la selección de un conjunto de 
mecanismos e instrumentos que es lo que Magro et al. Denomina el “mix de coordinación” (2014, p. 
384). 



 

 46 

A partir del contenido del proyecto de ley, se puede inferir una mezcla de tipos de coordinación 
entre jerárquico y horizontal. Una que tiene que ver con la estructura orgánica general de la 
administración del Estado y la responsabilidad política y administrativa de sus decisiones que es 
más bien vertical. Y, otra que se encuentra en la conformación de las tres instancias 
interinstitucionales, particularmente relevante para el nivel de los Comité Regionales, donde se 
establecerá un trabajo en intersectorial en red. 

En el siguiente cuadro, se describe los tipos de coordinación observados en el anexo 11 y sus 
limitaciones, para luego resumir algunos mecanismos prácticos con que hacer frente a dichas 
limitaciones.  

Tabla 7. Resumen de tipos de Coordinación y mecanismos para su aplicación al nuevo Sistema de Justicia Juvenil. 

Tipo de 
Coordinación 

Coordinación Jerárquica Coordinación Horizontal Negativa Coordinación Horizontal Positiva 

Características Decisiones son tomadas por oficiales en 
posición de liderazgo. Uso de 
racionalidad utilitaria (maximizar el 
beneficio colectivo).  

Toma de decisiones entre agencias de 
un mismo nivel jerárquico, desarrollo 
de políticas o iniciativas se sitúa dentro 
de una unidad especializada con 
instancias limitadas de participación de 
otras unidades o agencias del Estado. 

Toma de decisiones entre agencias de 
un mismo nivel jerárquico, mecanismo 
común de coordinación y liderazgo en 
orgánicas de tipo red 

Limitaciones Su racionalidad suele no considerar 
como se distribuyen los costos y 
beneficios de dichas decisiones.  
-Motivaciones individuales puede llevar 
a excesiva discrecionalidad y/o abusos 
del poder. 

-Falta de capacidad o sesgos para 
analizar toda la información relevante 

Sirve para sortear los problemas graves 
de intereses competitivos o 
contradictorios reduciendo la 
complejidad del trabajo del ejecutivo, 
pero suele tener perspectivas estrechas 
que tiende a: 

-Mínimo común denominador 

-Status quo 

-Sesgos de especialización 

Limitaciones emergen de su propia alta 
complejidad orgánica y responsabilidad 
difusa: 

-No hay clara definición de roles y 
compromisos 

-Falta de alineación en el trabajo 

-Intercambio se centra en el conflicto 
de intereses 

Mecanismos y/o 

herramientas 

-Limitar el poder discrecional: 

Establecimiento de equipos de trabajo 
en las secretarías con responsabilidades 
colectivas.  

-Constituir equipos de trabajo diversos.  

-Definir de forma clara las 
competencias y atribuciones: A que 

instancia, de qué nivel, le compete que 
temas y decisiones. 

- Dar carácter de vinculante a las 
decisiones de las instancias 
interministeriales e intersectoriales de 
cada nivel tanto en materia de 
planificación como de presupuesto. 

-Limitar la toma de decisiones sobre 
temas locales a nivel superiores: 

Es un tipo de coordinación del que se 

puede hacer uso para algunas tareas, 
pero por definición no es la más 
pertinente para políticas que 
establecen cambios importantes. Este 
tipo de coordinación no es algo 
preponderante en el esquema de la ley 

propuesta, no obstante, dado su 
recurrencia y practicidad, es algo que 
habría que evitar una vez instalada la 
Política Nacional y el sistema nuevo. 

-Proveer de espacio de “intercambio 

abierto de ideas” siguiendo un modelo 
de “resolución conjunta de problemas”: 
Democratizar convocatoria y agenda de 
las reuniones de los Comités y Comisión 

-Intercambio de ideas en base a la 
“argumentación” y no de la 
“negociación orientada a la posición”: 
Unidades de estudio en direcciones 
regionales. 

-Establecer mecanismos de 
planificación estratégica: Planes de 
Acción y Planes Intersectoriales 
construidos participativamente y con 
estrategia de monitoreo y evaluación 
de su impacto 

-Definición clara de roles 
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Regulación sobre funciones. 

-Establecer y reforzar instancias y 
mecanismos de coordinación horizontal 
positiva: Ver tercera columna. 

Fuente: Elaboración propia 

Propuesta Analítica: 

Tal como se expresa en el apartado de capacidades analíticas del anexo 11, la capacidad analítica de 
la política “refiere a la investigación que el gobierno ejecutivo produce o accede (…) con el fin de 
entender, pronostica, y anticipar la opinión pública, las necesidades de sus usuarios, las acciones 
potenciales del sector privado, y los impactos de la política” (Lodge y Wegrich, 2014, p. 89). La 
capacidad analítica de la administración es como se institucionalizan las capacidades para lograr lo 
anterior.  

Estas capacidades son recogidas en términos generales por el proyecto de ley en su artículo 9 
cuando invoca el “Principio de Innovación”, donde establece que “el Servicio buscará integrar de 
manera permanente tanto la innovación que provenga de su propio ejercicio, como de la iniciativa 
pública o privada”. Pero también de manera más orgánica cuando se señala dentro del Servicio 
Nacional una Sub Dirección Técnica a la cual se le asignan las responsabilidades de “Generar 
estudios y evaluaciones de sus programas, considerando la realidad regional o local, así como la 
descripción de la población objeto de su atención” y la de “Diseñar, implementar y administrar un 
Sistema de Información relativo al funcionamiento general de las medidas y sanciones establecidas 
en la ley N° 20.084, de conformidad a lo establecido en los artículos 31 y siguientes de esta ley”. 

Sin embargo, según lo visto en el anexo antes mencionado, vemos menos definiciones con respecto 
a cómo se traslada esta información, quienes son los actores creadores, administradores y usadores 
de esta información, y cómo se gestionará los estándares de esta. En este sentido se destacan 
cuatro áreas de desafíos y sus respectivas propuestas. 

Tabla 8. Resumen de desafíos y propuesta para desarrollar las capacidades analíticas. 

Desafío de capacidad analítica detectada Propuesta 

Falta de capacidades para el levantamiento y administración de 
información a nivel local: Si bien la ley estipula informes como los de 
seguimiento regional, y existe adecuación de los planes a las 
necesidades locales, no considera instancias con capacidades para 
levantar y analizar evidencias que sustenten esto a nivel regional. 

-Avanzar en el trabajo que el MJDDHH está realizando en cuanto a la 
creación de unidades de estudio por cada dirección regional a modo 
de tener las capacidades analíticas mínimas que el nuevo sistema 
requiere a este nivel. 

Necesidad de articular red local intersectorial: Supone la identificación 
de los actores claves como elemento esencial para la formulación e 
implementación de una política. 

-Usar instancias participativas del mapeo de actores para poder 
entender las necesidades, flujos y actores dentro de los flujos 
informativos y comunicacionales en cada región. 

Carencias en la definición de los estándares del Consejo de Estándares 
y Acreditación: Se ve problemática la inclusión de dos líneas de trabajo 
distintivitas en este mismo Consejo como son los estándares 
propiamente tal y la acreditación. 

-Regular por medio de decreto, u otro instrumento normativo, para 
que exista en su conformación orgánica líneas diferenciadas de 
trabajo, con equipo y capacidades propias. 

Rol de otros sectores públicos y actores privados: A nivel de principios, 
se establece que el Servicio debe propiciar la innovación que pueda 
provenir de estos sectores, y establece también la obligatoriedad en la 

-Mapeo de actores para identificar, involucrar y definir roles de estos 
actores que sean pertinentes a sus intereses y capacidades. 
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entrega de información de estos últimos hacia el Servicio, pero esto se 
acota más bien a los registros de atención de los y las jóvenes 
atendidas por el sistema, sin definir cuál sería su rol dentro de la red de 
trabajo intersectorial a nivel regional. 

No hay desarrollo sobre el flujo comunicacional ni gestión de la 
información para la articulación: Por fuera de lo establecido respecto 
de los flujos y mecanismos para la supervisión de la ejecución de 
medidas y sanciones, no hay nada más definido en la ley para permitir 
la articulación de los diferentes niveles y con la oferta intersectorial. 

-Desarrollar una propuesta de flujo comunicacional interna, que 
permita, por un lado, articular la Comisión Coordinadora y los 
Comités Regionales (comunicación descendente), y, por otro lado, 
mover la información desde los contextos locales a estas instancias 
superiores (comunicación ascendente). Para ello se recomienda 
adquirir capacidades dentro del ministerio con especialización en la 
creación de estrategias comunicacionales internas. 

-Establecer de manera diferenciada los canales y accesos para 
determinados tipos de informaciones (comunicación interna, los 
diversos registros, gobierno transparente, etc.). 

-Desarrollar herramientas de evaluación de riesgo en la gestión de la 
información. 

Fuente: Elaboración propia. 

Plan de Seguimiento y Monitoreo de Funciones: 

En esta sección del anexo 11, se presenta una herramienta para hacer seguimientos al 
cumplimiento de las funciones que el Proyecto de Ley establece para cada una de las tres instancias 
relevadas en materia de coordinación y articulación. Esto es diferente a lo que sería una estrategia 
de monitoreo y evaluación de las metas sustantivas de la Política, la que está aún pendiente por 
desarrollarse.  

La propuesta se construye sobre la base de la Gestión por Resultados (UN-Habitat, 2017), y se 
propone sea completado durante una jornada tipo workshop con el equipo ministerial.  

A modo explicativo de su lógica, este pretende organizar desde cada una de las funciones asignadas 
en la ley (segunda columna), ir definiendo indicadores para medir su desempeño, mecanismos para 
levantar la información de cada indicador, definición de quien o quienes son responsables de 
levantar dicha información, la periodicidad con que dicho trabajo se debe llevar a cabo, y la meta 
contra la cual se debe ir monitoreando dicho indicador.  

Tabla 9. Extracto de propuesta de Monitoreo y Seguimiento de Funciones (versión completa en anexo 11) 

Instancia Función(es) 
establecida(s) 
en la Ley 

Indicadores 
observables 

Mecanismos de 
levantamiento 

Responsabilidad Frecuencia Meta 

Consejo       

Comisión       

Comités       

Fuente: Elaboración propia. 
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Mapeo de Actores: 

A través del contenido del anexo 11, y particularmente el desarrollo de su segunda mitad, es 
observable la importancia que el diseño inclusivo y participativo tiene en políticas con un fuerte 
componente de articulación. 

En este marco, un elemento central y de primera prioridad es la realización del mapeo de actores y 
la inclusión de una diversidad de metodologías participativas que ayuden al desarrollo de 
articulaciones operativas, oportunas y relevantes, durante todo el proceso de la nueva política 
pública. Esto tiene fundamento en la experiencia nacional en tanto, como observó Cunill-Grau et al. 
respecto de la iniciativa intersectorial ChCC, “la intensidad de la intersectorialidad es dependiente 
de la medida en que el modelo que la fundamenta considere la inclusividad en el ciclo de políticas y 
el logro de mancomunidad entre los sectores involucrados” (2013, p.2). 

El capítulo inicia así delineado una propuesta participativa para el mapeo de actores con el fin de 
instalar la red de trabajo a nivel regional. Esta propuesta comprende cinco etapas progresivas de 
trabajo que mediante diferentes técnicas buscan ir ampliando la cantidad de participantes, pero 
también dando una definición estratégica de cuál será la relación que se instalará con cada actor.  

Esto se alinea tanto con las necesidades normativas -la ley establece para los Comités Regionales la 
función de establecer y mantener un trabajo en red-, pero también a las necesidades y desafíos 
operativos de la articulación identificadas en los análisis de capacidades de coordinación y 
capacidades analíticas. 

La siguiente tabla resume las etapas de este mapeo (detallado en extenso en el anexo 11), 
entendiendo el propósito de cada una y delineando las técnicas concretas para su realización. 

Tabla 10. Tabla resumen de propuesta de mapeo de actores para la instalación de la red regional. 

Etapa Propósito Técnicas propuestas 

a. Identificación 
preliminar  

Hacer un primer listado de actores clave para la 
implementación de la Política y su red de trabajo 
regional. 

-Lluvia de ideas.  

Realizado por el equipo de trabajo usando 
insumos como la experiencia previa, y 
estudios de oferta y demanda. 

b. Caracterización 
básica 

Ampliar el listado de actores clave y caracterizar 
inicialmente a cada uno de estos 

-Técnica de Análisis Básico.  

Taller participativo con los actores 
identificados en el listado preliminar. 

c. Entender rela-
ciones y capaci-
dades 

Identificar y caracterizar las relaciones entre 
actores temáticamente para organizar la red 
identificando potenciales conflictos y 
colaboraciones. Además, conocer las capacidades 
específicas de cada actor para identificar y 
subsanar carencias de cara a la implementación. 

-Diagrama de interrelación de problemas y 
actores. 

-Matriz de atractivo versus capacidad. 

 

Ambas durante el mismo taller participativo, 
convocado con los actores identificados en el 
taller de Análisis Básico. 

d. Validación y 
corrección 

Incluir actores claves que se puedan haber -Reiterar en caso de que sea necesario incluir 
más actores las técnicas de análisis básico, el 
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quedado fuera en las instancias anteriores. diagrama de interrelación y la matriz 
atractivo/capacidad. 

e. Planificación Generar una estrategia de vinculación con los 
actores clave acorde a sus características y aporte 
a la red, intereses y necesidades. 

-Grilla de poder/interés. 

-Matriz de planificación de participación. 

Fuente: Elaboración propia. 

Junto a lo anterior, y atendiendo a la necesidad de dar sostenibilidad al trabajo en red, se 
recomienda el uso permanente de una serie de otras técnicas abocadas a la formulación, valoración 
e implementación de programas y proyectos a nivel regional. 

La siguiente tabla resume estas técnicas organizándolas por el objetivo que cumplen y la fase del 
ciclo de la política pública en el que son pertinentes. Para mayor detalle sobre sus usos y aplicación 
referir al anexo 11. 

 

Tabla 11. Resumen técnicas participativas recomendadas para el trabajo en red 

Objetivo Fase del ciclo Técnicas recomendadas 

Identificar problemas centrales y 
posibles soluciones 

Definición de agenda y Formulación de 
propuestas 

Árbol de problemas y soluciones 

Evaluar viabilidad y factibilidad técnica 
política 

Formulación y Decisión Matriz atractivo versus capacidad 

Evaluar viabilidad y factibilidad Formulación, Decisión e Implementación Grilla de estrategia de 
implementación 

Evaluar viabilidad y factibilidad ética Formulación y Decisión Grilla de análisis ético 

Fuente: Elaboración propia. 

 

C. Lineamientos para la redacción del funcionamiento del Consejo Nacional  

*Ver Anexo 12 para información en detalle. 

 

Para cumplir con el objetivo de elaborar modelos de protocolos, convenios, decretos u otros que se 
constituya como una herramienta jurídica que facilite el funcionamiento del Proyecto de Ley, se 
realizó en el anexo 12, una propuesta que contiene los lineamientos necesarios para la futura 
redacción del reglamento para el funcionamiento del Consejo Nacional de Reinserción Social 
Juvenil.   

El Proyecto de Ley (boletín N°11174-02), en su artículo 63 (62)6, modifica la Ley Orgánica del 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos introduciendo un nuevo artículo, número 16 bis, que 
regula el futuro Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil. En este se establece que “Mediante 
Decreto Supremo expedido a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, se constituirá 

 
6 Este articulado corresponde al que se encuentra vigente a la fecha de entrega del presente informe. 
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un Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil, que tendrá la labor de proponer al Presidente de 
la República la Política Nacional de Reinserción Social Juvenil” (inciso I), y que “Un reglamento, 
expedido por intermedio del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, establecerá las demás 
normas necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la adecuada ejecución de su función” 
(inciso final). 

Los lineamientos para la elaboración del reglamento en cuestión contienen materias relacionadas 
con el funcionamiento operativo del consejo, sus funciones y procedimientos, y su integración.  
Para enfocar de manera correcta los contenidos de este informe se hace necesario efectuar una 
prevención general respecto al desarrollo reglamentario para la composición del Consejo. Desde 
una perspectiva de derecho público, en que los principios de legalidad y competencia (arts. 6° y 7° 
de la Constitución Política) en el actuar de los Ministerios y Servicios se encuentran salvaguardados 
desde la Constitución Política hasta la leyes orgánicas que regulan la administración en general y a 
cada Servicio en particular, se propone que ante la brecha en la definición legal respecto al modo 
de concretar normativamente en el reglamento a los participantes del Consejo, se considera 
pertinente, para una primera constitución de este, acudir a una interpretación sistemática del 
propio texto del proyecto de ley, con el fin de tener un parámetro legal para la identificación de los 
organismos que integran el Consejo. En consecuencia, se propone interpretar el reenvío que se 
hace en el proyecto de ley por la vía de integrar los criterios que el propio texto de la ley señala 

para la Comisión Coordinadora Nacional de Reinserción Social, proponiendo que la conformación se 
efectúe con los Ministerios a los cuales pertenecen los servicios integrantes de esta, lo que se 
integraran de modo titular y con voto decisorio en el Consejo, ejerciendo las funciones que la ley les 
otorga. Por último, se propone que el reglamento establezca la participación de otros organismos 
públicos, pero cumpliendo una función consultiva, de opinión o información para la elaboración de 
la Política.  

Mencionada la prevención, la propuesta de Reglamento del Consejo Nacional de Reinserción Social 
Juvenil descrita en el anexo 12, contiene los lineamientos relevantes para su futura redacción como 
su integración, sus funciones, quórums de funcionamientos y adopción de acuerdos, clases de 
sesiones, formas de comunicación de acuerdos, formas de participación de la sociedad civil, entre 
otros.  

Resumiendo, algunas de las observaciones más importantes son: 

- La ley no señala a los integrantes del Consejo Nacional, dejándolo como materia de 
instrumentos de menor entidad jurídica. Esto imposibilita conocer ex ante los organismos 
que conforman dicho Consejo, y le imprime cierta variabilidad a su composición 
entendiendo que queda supeditado a la Política Nacional de Reinserción Social Juvenil. Por 
esto se considera que es pertinente, para una primera constitución del Consejo, acudir a 
una interpretación sistemática del propio texto del proyecto de ley, de modo de tener un 
parámetro legal para la identificación de los organismos que integran el Consejo. Así mismo 
se propone que los organismos integrantes sean los Ministerios a los cuales pertenecen los 
Servicios integrantes de la política. 

- El Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil estará integrado por el Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos; Ministerio de Educación; el Ministerio de Salud; el Ministerio 
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del Interior y Seguridad Pública; el Ministerio del Trabajo y Previsión Social; el Ministerio de 
Desarrollo Social y Familia; y el Ministerio del Deporte. 

- A las funciones ya establecidas en la ley, se propone añadir como función del Consejo 
Nacional, el determinar procedimientos para la participación consultiva del sector 
académico, la sociedad civil y organizaciones internacionales y conocer los resultados de 
evaluaciones del funcionamiento del Sistema de Justicia Juvenil 

- El quórum de funcionamiento será la mayoría absoluta y el de acuerdos de la mayoría 
absoluta de los asistentes a la sesión. No se puede sesionar si en o la presidente del mismo 
y los acuerdos requieren dictación de actos administrativos.  

- El desempate será decidido por quien preside el Consejo. 

- Las sesiones ordinarias serán trimestrales y se pueden sesionar extraordinariamente 

cuando se estime necesario. 

- La secretaría Ejecutiva del Consejo estará radicada en el División de Reinserción Social del 
MINJUDDHH. 

- Los acuerdos y actas de sesiones del consejo serán públicos y la Secretaría Ejecutiva velará 
por asegurar dicha publicidad. 

- En condiciones excepcionales o urgentes se podrá sesionar remotamente. 

- Se establecerán tres modalidades de participación consultiva del sector académico, 
sociedad civil y organizaciones internaciones que incluyen la invitación a la sesión, la 
consulta general y la solicitud de informes. 

- Se establece mecanismo consultivo con otras entidades públicas no presentes en el 
Consejo. 
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(V) Plan de acción  
*Ver Anexo 13 para información en detalle. 

 

A. A nivel nacional. 

i. Introducción.  

Este apartado se encuentra desarrollado en el anexo 13 y buscó proponer los lineamientos de un 
plan de acción para ser conocidos por la Comisión Coordinadora Nacional. En él anexo se desarrolla 
en su primera sección una matriz de riesgos y supuestos para el logro del plan acción. Luego, se 
propone un modelo para el diseño del plan de acción, en base a una metodología participativa de 
generación de consensos que permita delinear objetivos estratégicos iniciales a ser revisados por la 
Comisión Coordinadora Nacional. En dicho apartado también se propone, en base a la revisión de 
otros ejemplos, un esquema de Plan de Acción a cinco años para el inicio de la Comisión 
Coordinadora Nacional a ser revisado para su posterior presentación al Consejo Nacional de 
Reinserción. Finalmente, se lleva a cabo una propuesta de sistema de monitoreo y de la política 
pública de intersectorialidad, con base a herramientas de evaluación de proceso y resultados. 

Siguiendo el mismo orden de anexo, a continuación, se desarrollan las ideas centrales contenidas 
en este.  

ii. Modelo de gestión de oferta intersectorial.  

El modelo de gestión de oferta intersectorial se articula a través de la elaboración de un Plan de 
Acción, mandatado por el proyecto de ley que crea el nuevo Servicio Nacional de Reinserción Social 
Juvenil (en adelante, SNRSJ). 

En este apartado, el anexo 13 analiza la figura del plan de acción, su rol dentro del proyecto de ley 
que crea al nuevo SNRSJ y qué función debiera cumplir dentro del diseño del nuevo sistema de 
justicia juvenil.  

Para ello define lo que se entiende en la literatura por plan de acción, y se presenta la revisión de 
algunos planes de acción llevados a cabo a nivel nacional e internacional.  

a. Qué es un plan de acción. 

Si bien el proyecto de ley no define lo que entiende por Plan de Acción, sí entrega algunos 
elementos de éste. En lo concreto, el artículo 24 recién referido dispone el mandato legal sobre la 

elaboración del Plan de Acción a cargo de la Comisión Coordinadora Nacional, el que deberá: 

- Ser un Plan de Acción intersectorial; 
- Ser elaborado para un plazo de 5 años; 
- Contener el detalle de actividades, metas, indicadores, metodologías y plazos necesarios 

para el logro de los objetivos estratégicos dispuestos en la Política Nacional de Reinserción 
Social Juvenil; 

- Incluir disposiciones que propendan a eliminar toda restricción que puedan sufrir las y los 

jóvenes con discapacidad para acceder efectivamente a las medidas necesarias para su 
debida reinserción 
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Frente a la falta de definición legal sobre lo que entiende por plan de acción, se recurre a la 
literatura para obtener luces sobre los elementos esenciales de la planificación política. En este 
ámbito, la literatura define a este proceso como una forma de control sobre el futuro (Wildavsky, 
1973), de desarrollo estratégico para determinados logros (Alexander, 1981) o como un proceso de 
creación de cuadros de referencia para decisiones operacionales futuras (Faludi, 1987).  

En este sentido, se plantea que la planificación corresponde a un proceso de anticipación, con dos 
características esenciales: se elaboran antes de las acciones y se ejecutan con un objetivo 
determinado. 

Dado lo anterior, se presenta también en el anexo, las experiencias de otros planes de acción, en 
que se diseñaron y elaboraron objetivos antes de las acciones para su logro, en otros ámbitos de 
política pública.  

b. Planes de acción revisados 

Para entregar lineamientos generales del Plan de Acción, que permitirá la operacionalización de los 
objetivos estratégicos que se planteen en la Política Nacional de Reinserción Social Juvenil, se revisó 
bibliografía de diversos planes de acción nacionales e internacionales con el objeto de dilucidar sus 
elementos comunes y estructura de presentación. 

En el anexo 13 se profundiza en cuatro de ellos, dos internacionales y dos nacionales, información 
que se resumen en el siguiente cuadro: 

Tabla 12. Tabla resumen de Planes de Acción revisados 

Nombre Objetivo Elaboración Estructura Aspecto relevante 

Plan de Acción 
Hemisférico sobre 
drogas 2021-2025 

Entregar objetivos y 
acciones para que los 
Estados los tengan 
en cuenta en la 
formulación e 
implementación de 
políticas en materia 
de droga 

Elaborado por la 
Comisión 
Interamericana para el 
control del abuso de 
drogas (CICAD) 

Preámbulo7 

Pilares > Objetivos > 
Acciones prioritarias 

Alcance global; 
monitoreo y 
evaluación de 
cumplimiento; 
medidas de alcance 
general para la 
adecuación de cada 
Estado. 

Plan de infancia y 
adolescencia Irún 
2021-2024 

Contribuir en la 
implementación de 
políticas locales 
dirigidas a la 
promoción y 
protección de los 
derechos de la 
infancia 

Elaborado por el 
Ayuntamiento de Irún, 
con participación de la 
Mesa 
Interdepartamental de 
Infancia y Adolescencia 
y el Foro de 
participación infantil y 
adolescente 

Preámbulo > Ejes > 
Objetivo general > 
Objetivos específicos 
> Actividades > 
Desarrollo de matriz 
> Evaluación y 
seguimiento > 
Presupuesto 
asignado 

Experiencia en 
política relacionada a 
la adolescencia; 
alcance local; 
participación infanto-
juvenil en su 
desarrollo; 
indicadores de 
desempeño; 
consideración de 
monitoreo y 
evaluación; apartado 
de presupuesto 

 
7 Para estos efectos, por Preámbulo entenderemos una introducción en que se contextualiza el escenario en el que se desplegará el plan 

de acción, el fundamento de su elaboración, y la introducción del documento en el que se presenta su estructura y objetivo. 
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destinado a las 
acciones 
comprometidas 

Plan de Acción de 
Gobierno Abierto 
(2020-2022) 

Compromiso en la 
profundización de 
iniciativas tendientes 
a un Gobierno 
Abierto 

Elaboración inicial del 
propio Gobierno, en 
base a directrices de 
OGP, que se presenta al 
público y/o a la 
comunidad experta. Se 
llevan a cabo jornadas 
de difusión, consultas 
públicas en línea y se 
trabaja con una Mesa 
Permanente de Trabajo, 
compuesta por 
organizaciones de la 

sociedad civil y 
academia. Se 
desarrollan mesas de 
priorización de 
propuestas levantadas, 
y luego mesas técnicas 

que analizan la 
factibilidad de 
implementación junto a 
las instituciones 
llamadas al 
cumplimiento de los 
compromisos. Estos 
compromisos finales 
son presentados al 
OGP. 

Preámbulo > 
Metodología de 
formulación del plan 
> Áreas > 
Compromiso > 
Actividades y 
productos 

Actividades de 
difusión pública del 
proceso de co-
construcción del plan 
de acción; plan de 
acción nacional con 
continuidad en el 
tiempo y revisión de 
compromisos 
anteriores; presencia 
de una Mesa 
Permanente de 
Trabajo, con la 

sociedad civil y 
academia; trabajo en 
mesas técnicas con 
instituciones públicas 
llamadas a la 
implementación de 

compromisos; 
desarrollo de 
matrices de vaciado 
para cada 
compromiso, con 
mapeo de actores, 
personas encargadas 
y plazos de 
cumplimiento.  

Plan de acción 
nacional de 
derechos humanos y 
empresas  

Fortalecer la 
protección de los 
derechos humanos 
por parte del Estado 
de Chile en relación 
con la actuación de 
las empresas, 
entendiendo esto 
como base 
fundamental del 
desarrollo sostenible 

Elaborado 
internamente por un 
Grupo de Trabajo 
Interministerial, 
teniendo como insumos 
un diagnóstico de línea 
base encargado a un 
experto externo, y las 
recomendaciones 
recogidas mediante 
diálogos participativos, 
así como también una 
consulta pública en 
línea. 

Preámbulo > 
Metodología de 
formulación del plan 
> Objetivo general > 
Objetivos específicos 
> Pilares > Ejes 
temáticos > Acciones  

Mesa de trabajo 
Interministerial, que 
recoge 
recomendaciones 
levantadas a través 
de mecanismos de 
participación pública; 
contar con un 
diagnóstico de línea 
base sobre el tema; 
participación de 
Subsecretaría de 
Derechos Humanos 
para coordinar y 
complementar los 
procesos paralelos de 
creación de planes de 
acción relacionados. 

Fuente: Elaboración propia. 
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iii. Población objetivo.  

El Informe 3 define al público beneficiario o receptor de las medidas a implementar por la política, 
como aquella parte de la población que cumple con los criterios de focalización y que, por lo tanto, 
el programa planifica atender en el mediano y largo plazo (DIPRES, 2015).  

En este sentido, el nuevo SNRSJ tendrá como público objetivo, o sujetos de atención, a aquellos 
jóvenes que la Ley Nº 20.084 define como ‘adolescentes’, esto es “quienes al momento en que se 
hubiere dado principio de ejecución del delito sean mayores de catorce y menores de dieciocho 
años” (Ley Nº 20.084, artículo 3). 

Dentro del anexo 13 se ahonda en subpoblaciones particulares que presentan requerimientos o 
necesidades de atención específicas a atender, las cuales deben ser previstas y consideradas al 
momento de diseño e implementación de la política y su plan de acción: jóvenes extranjeros/as, 
pertenecientes a la comunidad de la diversidad sexual (LGBTIQ+) y jóvenes que presentan algún 
grado o nivel de discapacidad. La selección de estos grupos responde a distintos criterios. 

En el caso de la población perteneciente a la diversidad sexual, del levantamiento cualitativo de 
información mediante entrevistas a cuatro informantes claves del Servicio Nacional de Menores, 
surgió como población recurrente y surgente la perteneciente a la diversidad sexual. En este 
sentido, su presencia exige una adecuación programática y una atención especializada para las 
atenciones diversas que requerirá su eventual crecimiento dentro de la población objetivo. 

Para el caso de jóvenes que presentan algún grado o nivel de discapacidad, existe una oportunidad 
especial para incorporar desde el diseño medidas y acciones institucionales acordes a las 
necesidades de esta población particular. Esta preocupación viene dada desde el nivel legal, en 
tanto el proyecto de ley que crea al nuevo SNRSJ establece en el artículo 24 que el plan de acción 
deberá incluir disposiciones que propendan a la eliminación de toda restricción que puedan sufrir 
las y los jóvenes con discapacidad para acceder efectivamente a las medidas necesarias para su 
debida reinserción  

Por último, el caso de jóvenes en situación de migración. Si bien su presencia puede ser 

considerada como menor dentro del público actualmente atendido por la red de SENAME (menos 
de un 7%, según estudio de caracterización de Tierra de Esperanza, 2019), el fenómeno migratorio 
que experimenta Chile, con el arribo de personas de naciones e incluso idiomas diversos, vuelve 
necesario considerar su presencia, de forma anticipada. El abordaje temprano de este grupo 
particular desde la formulación del Plan de Acción permitirá una preparación institucional para el 
abordaje de sus necesidades, ante la posibilidad de que su representación vaya en aumento dentro 
del público objetivo del nuevo SNRSJ. 

iv. Resumen y sistematización de lineamientos para el diseño de oferta especiali-

zada. 

En este apartado del anexo 13, se realiza un diagnóstico de distintos componentes a considerar en 
el Plan de Acción, en base a las disposiciones contenidas en instrumentos internacionales, el 
proyecto de ley que crea el SNRSJ y el Modelo de Intervención Especializado.  
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Esta parte se aboca a la elaboración de lineamientos generales para la tarea de planificación, que le 
sirva de guía u hoja de ruta, en base a la metodología de Marco Lógico (MML).  

a. Definiciones previas de Marco Lógico. 

La Metodología de Marco Lógico (MML) es utilizada ampliamente por distintos organismos del 
sector público y privado, por Organizaciones No Gubernamentales y otras instituciones 
internacionales, como la Organización de los Estados Americanos, OEA o el Banco Interamericano 
de Desarrrollo ya que permite presentar de forma resumida y estructurada la información esencial 
de cualquier política o plan, permitiendo mostrar con facilidad la lógica de la intervención y, 
además, permite evaluar la coherencia de su diseño (ILPES, 2004).  

La MML se expresa en un cuadro de doble entrada como la siguiente: 

Tabla 13. Matriz de Marco Lógico 

Resumen Narrativo Indicadores Medios de verificación Supuestos 

Fin    

Propósito    

Productos o Componentes    

Actividades    

Fuente: Elaboración propia a partir de (Aldunate & Córdoba, 2011). 

Mediante esta metodología serán evaluados los fines, propósitos, objetivos, productos y actividades 
del plan de acción, evidenciando existencia de problemas de coherencia y lógica en cada uno y 
proponiendo medidas para subsanarlas. 

En el anexo 13 se pueden encontrar mayores detalles de la metodología de Marco Lógico, aplicable 
a la construcción del Plan de Acción. 

b. Revisión de componentes 

En esta sección, se analiza cada uno de los componentes que debieran ser considerados en la 
confección del Plan de Acción intersectorial, además de identificar sus subcomponentes. A 
continuación, se presenta una tabla resumen de componentes y subcomponentes, pudiendo 
ahondar en cada uno de ellos en el Anexo 13. 

Componente Sub componente 

Salud 

Salud física. 

Salud mental. 

Salud sexual y reproductiva. 
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Salud preventiva. 

Nutrición. 

Atención primaria. 

Atención de especialistas. 

Consumo problemático de 
Alcohol y drogas 

Capacitación y difusión de información. 

Programas de prevención. 

Programas de rehabilitación. 

Empleo 

Prohibición de explotación infantil. 

Acceso a capacitación laboral. 

Empleabilidad. 

Educación 

Acceso a educación. 

Adherencia escolar. 

Desarrollo habilidades académicas 

Deporte 

Descanso y esparcimiento. 

Recreación. 

Deporte. 

Cultura 
Difusión de cultura y las artes. 

Realización de actividades de cultura y las artes. 

Poblaciones con necesidades 
particulares 

Diversidad sexual. 

Migrantes. 

En situación de discapacidad. 

Vinculación con el medio 

Participación de organizaciones de la sociedad civil. 

Inclusión de Universidades, academia y otros centros de formación. 

Intervención local comunitaria. 

Fuente: Elaboración propia 

v. Matriz de componentes.  

En esta sección contenida en el anexo 13, se propone una matriz descriptiva de los componentes 
indicados en el apartado anterior, en que se grafican las cuestiones centrales de cada uno de ellos, 
que permitan un diagnóstico expedito para la elaboración posterior de medidas concretas a 
adoptar en cada uno de ellos. 

Para esto, se proponen las siguientes variables: 
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1. Componente: descripción concisa y concreta sobre el alcance del bien o servicio 
público que se provee y la necesidad que pretende satisfacer.  

2. Subcomponentes: dimensiones que integran al componente, que sirvan para 
diferenciar, por ejemplo, el proveedor de la oferta, la forma en su entrega o las 
necesidades que satisface. 

3. Proveedor(es) de la oferta: institución o instituciones llamadas a la entrega del bien 
o servicio. 

4. Etapa de la intervención: momento en que debe entregarse el bien o servicio, 
conforme a las etapas entregadas por el Modelo de Intervención Especializada. 
Estas corresponden a: Derivación; Recepción e inducción; Evaluación y diseño del 
Plan de Intervención Individual (PII); Implementación y seguimiento del PII; 
Preparación para el egreso; Cierre del proceso; Apoyo post-sanción (División 
Reinserción Social, 2020). 

5. Demanda actual: necesidad del bien o servicio que satisface la necesidad expresada 
del componente, determinada cuantitativamente.  

6. Brecha actual: diferencia entre la demanda y el alcance de la oferta del bien o 
servicio que buscan satisfacer la necesidad del componente. 

 

vi. Matriz de indicadores de gestión de oferta programática intersectorial 

En este apartado se plantea la metodología de construcción de la matriz que permita planificar 
actividades, metas e indicadores de cumplimiento de la Política Nacional de Reinserción Social 
Juvenil. 

Aquí, se incorporan las siguientes variables: 

1. Medida: aquellas acciones que el ejecutor tiene que llevar a cabo para producir el bien o 
servicio que contribuya al cumplimiento del componente. 

2. Consideraciones para poblaciones específicas: particularidades del componente y 
subcomponente referidas a la situación de jóvenes pertenecientes a la diversidad sexual, en 
situación de migración o que presentan algún grado de discapacidad física o cognitiva. 

3. Metas: resultado o logro esperado con la entrega de bienes o servicios. 

4. Indicadores: herramienta que entrega información cuantitativa respecto al logro o 
resultado en la entrega de bienes o servicios, pudiendo cubrir aspectos cuantitativos o 
cualitativos de este logro (DIPRES, 2015). 

5. Plazos: medida de tiempo en el que se espera dar cumplimiento a las medidas para el 
cumplimiento de las metas. 
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6. Fuente recolección: fuentes de información que se utilizarán para la construcción y 
medición de los indicadores planteados (DIPRES, 2015). 

 

vii. Riesgos y supuestos para el logro de un plan de acción  

En este apartado, el anexo 13 realiza una breve revisión de instrumentos, reportes e informes que 
muestran los riesgos, obstáculos o nudos críticos de la coordinación intersectorial que pueden 
incidir en el éxito de un plan de acción. Para el análisis fue tomado como insumo el contenido del 
anexo 11 referido a los desafíos de la coordinación y articulación intersectorial. Además, se 
realizaron 4 entrevistas a actores de la gestión intersectorial del SENAME. En tanto los riesgos y 
obstáculos para la intersectorialidad se encuentran descritos ampliamente, las entrevistas 
permitieron valorar la importancia y probabilidad de ocurrencia de dicho riesgo. 

El anexo 13 desarrolla una matriz de riesgos, que considera distintos ámbitos asociados a un riesgo, 
su probabilidad de ocurrencia y medidas de mitigación. En resumen, se identificaron 13 riesgos, de 
los cuales dos se definieron con una probabilidad alta de ocurrencia, siete con probabilidad media y 
cuatro con probabilidad baja. 

Alta: 

1. Diferencia de valores y capacidades, así como de competencia en las soluciones técnicas 
propuestas. 

2. No existen liderazgos claros y los cambios de gobierno interrumpen el trabajo intersectorial 
realizado. 

Media: 

3. A mayor cantidad y divergencia de actores presentes, más altas son las probabilidades de 
que la coordinación falle. Esta diversidad también puede decir relación con las orgánicas y 
lógicas de los distintos servicios. 

4. Las responsabilidades dispersas tienden a presentar desafíos importantes en la 
coordinación, no obstante, una estructura demasiado autoritaria y de responsabilidades 
unipersonales, tienden a ser soluciones sub optimas en términos de capacidades técnicas y 
analíticas. 

5. Los instrumentos de política pública que se construyen con marcos de derechos y 
responsabilidad muy diferentes llevan a vacíos de política o también a vacíos regulatorios. 

6. Indefinición y multiplicación de funciones en las instituciones, produciéndose traslapes y 
vacíos institucionales que crean conflictos e inacciones. 

7. Existe una planificación intersectorial pero la internalización en los actores es difícil. 

8. Los actores no tienen la capacidad para llevar a cabo la planificación y ejecución de los 
planes estratégicos sectoriales. 

9. El seguimiento es deficiente  
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Baja: 

10. No existen planes, o estos son sólo formulados y no tomados en cuenta posteriormente.  

11. Se establecen metas que no corresponden a las prioridades del país. 

12. Prioridades sectoriales no coinciden o son contradictorias  

13. Vacíos, contradicciones errores en la legislación. 

 
 

B. Plan de acción macrozona norte. 

*Ver Anexo 14 para información en detalle. 

 

En los siguientes capítulos, se presenta un resumen de los lineamientos del plan de acción en la 
macrozona norte y su oferta especializada, la estrategia de seguimiento y evaluación de la 
implementación progresiva del nuevo servicio y su sistema, contenidos en el anexo 14. 

i. Resumen y sistematización de lineamientos para el diseño de oferta especiali-

zada. 

La Macrozona norte comprende cinco regiones del norte de Chile: Arica y Parinacota, Tarapacá, 
Antofagasta, Atacama y Coquimbo. De acuerdo al informe de caracterización realizado por la 
Fundación Tierra de Esperanza (2019) en dicha zona, en base a un muestra representativa por 
macrozona y por sexo, aleatoria y estratificada según región; de los proyectos donde los/las 
adolescentes que cumplen una medida, el 12,7% lo hace en Medidas Cautelares Ambulatorias 
(MCA), 7,7% en Programa de Salidas Alternativas (PSA) y un 4% se encuentra en Centros de 
Internación Provisoria (CIP); mientras que de aquellos que cumplen sanción el 44% lo hace en 
Programa de Libertad Asistida Especial (PLE), 15,7% en Programa de Libertad Asistida (PLA), 6,7% en 
Centro de Régimen Cerrado (CRC), 5,3% en Servicios en Beneficio de  la Comunidad y Reparación 
del Daño (SBC) y un 4% en Centro Semi Cerrado (CSC).  

A continuación, se provee un resumen de las ideas claves contenidas en la sistematización del 
diagnóstico en materia de salud, consumo problemático de alcohol y drogas, educación, empleo y 
discapacidad. El diagnóstico propiamente se puede encontrar en el anexo 14, mientras que en esta 
sección se enfocará en las consideraciones que dicho diagnóstico reviste para el modelo de 
intervención y as brechas identificadas en la macrozona norte.  

a) Salud 

La salud como componente del Plan de acción intersectorial está compuesta por la salud física, 
mental, salud sexual y reproductiva, salud preventiva, nutrición, atención primaria, y atención de 
especialidad.  

- Consideraciones modelo de intervención:  La mayoría de los grupos analizados presenta 
necesidades de atención en materia de salud mental particularmente para los casos de 
sintomatología depresiva, autoagresión y experiencias traumáticas. Por su parte las 
necesidades de atención de casos graves asociados TDAH y psicosis, entre otros, se 
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encuentran concentradas en dos grupos específicos de la población estudiada lo que 
implica considerar dentro del modelo de intervención instrumentos que permitan un 
adecuado tamizaje y posterior evaluación de los jóvenes que ingresan a una medida o una 
sanción; y que se considere su atención especializada por parte del Ministerio de Salud.  

- Brechas:  El informe de brechas para la macrozona norte elaborado por el MINJUDDHH a 
(2021b) entrega información respecto del acceso a la red de salud, sin embargo, no informa 
respecto de las brechas entre la demanda y la oferta en materia de salud mental.  

El acceso a la salud mental es la que más problemas presenta dada la ausencia de 
información actualizada acerca de la oferta existente y su posibilidad de contraste con el 
diagnóstico realizado por Fundación Tierra de Esperanza para la macrozona norte (2019), la 
que da cuenta al menos de dos grupos (2 y 5) elaborados a partir del análisis de 
conglomerados del informe, que presentan problemas graves de salud mental. En efecto, 
para ambos grupos -que conforman el 25,3% de la muestra de jóvenes de dicho estudio- se 
estima que requieren de atención especializada en sintomatología asociada a psicosis y 
trastorno de déficit atencional hiperactivo. Por su parte, al menos dos grupos (3 y 4) que 
conforman el 48,3% de la muestra estudiada, presentan elevada sintomatología de salud 
mental, especialmente de naturaleza depresiva, autoagresión, experiencias traumáticas y 
sintomatología ansiosa. 

 

b) Consumo problemático de alcohol y drogas:  

El consumo problemático de drogas y alcohol incluye los siguientes subcomponentes: capacitación 
y difusión de información, los programas de prevención y los de rehabilitación.  

- Consideraciones modelo de intervención: Como indica el modelo de intervención 
desarrollado por MINJUDDHH (2021a), una vez desarrollados los diagnósticos, se debe 
asegurar la derivación necesaria como también la atención en la realización de 
confirmación diagnóstica y tratamiento con focos de intervención centrados en atención 
especializada y cuya intensidad vendrá dada por el compromiso biopsicosocial del joven.  

- Brechas:  En materia de demanda potencial, de acuerdo al informe de brechas para la 
macrozona norte elaborado por MINJUDDHH, se puede efectuar una proyección de 
demanda, que según la estimación del intervalo superior 2022-2024 implicaría que 
aproximadamente 793 jóvenes de la macrozona norte requerirían oferta especializada en la 
materia. Sin embargo, dicha información no distingue entre si se trata de demanda en 

medio privativo o no.  

Una estimación muy preliminar en base al diagnóstico de Tierra Esperanza (2019) aplicado a 
la demanda propuesta 2022-2024 para el régimen privativo (incluida reclusión parcial) 
permite estimar una demanda de al menos 342 jóvenes en dicho régimen con semáforo en 
rojo. La oferta actualmente de SENDA para esta población estaría compuesta por el “Plan 
Ambulatorio Intensivo en Medio Privativo PAI MP” más el “Diagnóstico para Tratamiento de 
rehabilitación por adicción a drogas y/o alcohol, con 1.145 plazas para dicha zona. De esta 
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forma, de manera muy preliminar se podría afirmar, que no existirían brechas en régimen 
privativo.  

En el caso de las sanciones no privativas habría aproximadamente 1.319 jóvenes en dicho 
régimen con semáforo en rojo. Sin embargo, el informe de MINJUDDHH no entrega 
información respecto de la oferta existente en los PAI para aquellas sanciones que se 
ejecutan en libertad.  

Considerando lo anterior, el desafío que se presenta previo a la implementación es efectuar 
un diagnóstico de brechas más preciso, que no sólo de cuenta de las plazas disponibles para 
atender a los jóvenes con consumo problemático de drogas y/o alcohol en el sistema 
privativo, sino especialmente se requiere información de las plazas disponibles para el caso 
de las medidas y sanciones de cumplimiento en libertad. 

 

c) Educación  

El componente de educación está conformado por los siguientes subcomponentes: acceso a 
educación, adherencia escolar, deserción escolar, desarrollo de habilidades y educación de adultos. 

- Consideraciones modelo de intervención: El artículo 48 bis, que propone el Proyecto 
considera el acceso al régimen de educación formal. Además, plantea que, en el caso de las 
condenas de internamiento en régimen cerrado con programa de reinserción social, este 
sistema de educación formal deberá fundarse en un programa que tenga en cuenta las 
especiales condiciones bajo las que se desarrolla el proceso de educación formal, teniendo 
en especial consideración la recuperación de las trayectorias educativas interrumpidas.  

Será relevante activar diversos mecanismos para propiciar la vinculación de los/las 
adolescentes a la oferta regular de educación provista por el Ministerio de Educación a 
través de sus diferentes modalidades. Dicha oferta debe estar ajustadas a las características 
de los adolescentes para favorecer procesos efectivos de inclusión, en contextos educativos 
protectores, inclusivos y con énfasis en la construcción de comunidades educativas libres de 
violencia y basadas en el buen trato.  

Fuera de lo anterior, el modelo de intervención y en particular el equipo interventor, 
deberá considerar estrategias tendientes a evitar el desenganche escolar y el ausentismo 
fomentando la adherencia de los/as jóvenes a los contextos educativos formales; junto con 
fomentar su inclusión de aquellos que presentan deserción escolar, buscando alternativas 
que se ajusten a sus necesidades.   

- Brechas:  De acuerdo al informe de brechas para la macrozona norte elaborado por el 
MINJUDDHH se puede efectuar una proyección de demanda 2022-2024 de 968 jóvenes que 
no estarían insertos en el sistema educacional formal, mientras que 773 presentarían 
deserción escolar y 913 ausentismo. S bien no desglosa información según tipo de régimen, 
el informe de Tierra de Esperanza (2019) indica que existen diferencias significativas en el 
riesgo escolar, siendo las y los jóvenes que se encuentran en medio libre, quienes 
presentan mayor riesgo.  
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Considerando la ausencia de información clara respecto de la demanda según tipo de 
régimen y respecto de la cantidad real de plazas existentes según tipo de régimen 
educativo, resulta necesario elaborar un diagnóstico que permita conocer con mayor 
detalle las brechas existentes, especialmente considerando la ausencia de información en 
ciertas regiones.  

 

d) Empleo  

El componente de empleo está conformado por los siguientes subcomponentes: capacitación 
laboral, empleabilidad, habilidades que fomenten la adquisición y mantención de un empleo, 
intermediación y colocación laboral.  

- Consideraciones modelo de intervención:  La formación en materia laboral debe estar 

planificada acorde al nivel de escolaridad de los y las adolescentes, y en paralelo a la 
continuidad de estudios, como parte de una oferta específica para la potenciación de 
recursos personales y el desistimiento delictivo. En esa línea, la generación de talleres con 
objetivos de preparación para la vida laboral, preferentemente oficios altamente calificados 
para que efectivamente les permita acceder a empleos formales y abandonar la experiencia 
laboral más frecuente en la población estudiada (informales, de baja calificación, etc.), 
constituyen talleres cuya participación resulta atractiva en esta población.   

- Brechas: El informe de brechas para la macrozona norte elaborado por el MINJUDDHH 
(2021b) arroja una proyección de demanda 2022-2024 de 1068 mayores de edad, de los 
cuales 486 se encontrarían trabajando y 449 tendrían una capacitación laboral.  

La oferta actualmente se provee a través del Convenio Transferencia (TSP) suscrito por 
SENCE y SENAME, además de Fondos propios de SENAME. De acuerdo al mismo informe, 
para el año 2020 la oferta habría consistido en 151 plazas, sin distinguir según tipo de 
régimen de cumplimiento de la medida o sanción. Asimismo, entre octubre 2019 y 
diciembre de 2020 hubo 95 plazas de atención en apresto laboral para adolescentes 
privados de libertad y medio libre, nuevamente sin efectuar distinción respecto del régimen 
de cumplimiento.  

Considerando la escasez de información para estimar las brechas, al igual que en el caso del 
resto de los componentes, resulta evidente la necesidad de generar un diagnóstico de la 
oferta disponible, que permita distinguir la oferta existente de acuerdo al régimen de 
cumplimiento y que permita diferenciar de manera más específica el tipo de oferta.  

 

e) Discapacidad 

En el registro desarrollado por Registro civil, se consideran cuatro tipos de capacidades especiales:  
sensorial; mental; física; y mental y física. En el caso del SENAIFO se registran las siguientes: 

auditiva, física, mental, intelectual y visual.  

Dada la baja prevalencia de jóvenes con capacidades especiales a nivel nacional, no resulta posible 
establecer diferencias a nivel regional. Considerando la prevalencia Nacional de niños, niñas y 
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adolescentes con discapacidad (5,8%), la prevalencia en población adolescente infractora es baja. 
Sin embargo, esto puede deberse a problemas de subregistro o detección de estos casos, y también 
a las distintas categorizaciones efectuadas por las distintas instituciones.  

La literatura comparada internacional sugiere que los/as jóvenes con discapacidades tienen más 
probabilidades que los jóvenes sin discapacidades de participar en conductas delictivas (Pickar y 
Tori 1986; Larson 1988; Brier 1989; Morris y Morris 2006; McNamara y Willoughby 2010; Oshima et 
al.2010). En particular, las investigaciones han demostrado que, en comparación con los jóvenes sin 
discapacidad que cometen delitos, los jóvenes con discapacidades intelectuales y del desarrollo 
tienden a cometer delitos más graves, se encuentran en un riesgo mucho mayor de cometer un 
segundo o tercer delito y entrar en el sistema de justicia a una edad más joven (Zhang et al. 2011). 
Los estudios además dan cuenta que éstos están representados de manera desproporcionada en 
las instituciones correccionales y los centros de reclusión de jóvenes (Morris y Morris, 2006).  

Además, las necesidades de tratamientos parecen ser diferentes entre población con y sin 
discapacidad.  En este marco, una investigación realizada por Asscher et al. 2012 pudo establecer, 
en base a la aplicación de un instrumento de evaluación de riesgo (Washington State Juvenile Court 
Assessment) diferencias importantes en donde los infractores sin discapacidades intelectuales 
presentaron más problemas de consumo abusivo de sustancias; mientras que aquellos con 
discapacidad intelectual diagnosticada presentaron más problemas en el dominio de las actitudes. 

Otro dominio en el que presentaron mayor puntuación fue en el de la agresión (incluyendo baja 
tolerancia a la frustración, agresión verbal, agresión física, comportamiento violento y 
comportamiento sexualmente violento). Finalmente, también presentaron mayores puntuaciones 
en el dominio de las habilidades que los infractores juveniles sin discapacidad intelectual 
(presentando más problemas con el pensamiento consecuente, establecimiento de metas, 
comportamiento de resolución de problema, percepción situacional, trato con los demás, 
situaciones difíciles, de los sentimientos, del control interno o desencadenantes externos).  

Por su parte, las investigaciones que han explorado diferencias de género en materia de 
discapacidad de infractores son extraordinariamente escasa y también se ha centrado en estudiar 
las discapacidades intelectuales (Lindsay et al., 2004).  

Considerando dicha evidencia, la literatura especializada sugiere la provisión de tratamiento 
especial en el caso de los jóvenes con discapacidades, particularmente proveyendo acceso a 
educación especial y otros servicios relevantes, con el objetivo de promover la equidad en el logro 
educativo entre todos los y las jóvenes. En esa línea, se plantea que el diagnóstico y la identificación 
de las necesidades de los jóvenes es fundamental para el tratamiento de la discapacidad, (OJJDP, 
2017), debiendo ser localizados, evaluados y referidos si se sospecha que tienen una discapacidad y 
necesitan servicios (Mallett, 2011). Sin embargo, las investigaciones sugieren que el sistema de 
justicia juvenil no siempre identifica adecuadamente a los jóvenes que necesitan servicios y no 
siempre proporciona servicios especiales en los casos que ameritan (Mendel, 2011). Por ejemplo, 
una investigación en Estados Unidos entre los jóvenes detenidos que contaban con diagnóstico de 
discapacidad de aprendizaje, menos de la mitad (46%) recibió educación especial y otros servicios 
relacionados (Sedlak et al. 2010). 

Se han desarrollado varias estrategias para promover resultados positivos entre jóvenes 
discapacitados que entran en contacto con el sistema judicial. Muchas de estas estrategias 
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enfatizan la identificación temprana, la que ayuda a promover la asignación oportuna de servicios 
para discapacitados, incluidos los servicios educativos especiales para esta población (Mears et al. 
2003; Quinn et al. 2005). Otro tipo de estrategias ejecutadas en sistemas de justicia juveniles 
comparados con jóvenes discapacitados intelectualmente o en el desarrollo incluyen tribunales 
juveniles especializados, apoyo conductual positivo, y mayor intercambio de información dentro de 
las agencias que interactúan con los jóvenes. Sin embargo, las investigaciones comparadas dan 
cuenta de la ausencia de datos rigurosos acerca de los jóvenes con discapacidad en los sistemas de 
justicia juvenil, así como faltan evaluaciones rigurosas sobre la eficacia de un sistema de justicia 
juvenil específico en el contexto, de jóvenes con discapacidad (Mears et al., 2003). 

Fuera del adecuado diagnóstico y foco en la provisión de educación especial, principalmente en el 
caso de jóvenes con discapacidad intelectual, se recomienda la implementación de programas de 
intervención que adoptan un enfoque multisistémico en esta población, de modo que la familia, la 
escuela, y la interacción comunitaria se acumulen para amortiguar la delincuencia (Zigler et al. 
1992; Yoshikawa, 1994; Eddy et al., 2000).  

 

ii. Indicadores preliminares para el seguimiento de la implementación progresiva 

del nuevo Servicio en la macrozona norte. 

Particularmente en el contexto del plan operativo de la implementación progresiva, los indicadores 
deberán considerar el objetivo central contenido en la Política Nacional y deberá establecerse 
alineado al propósito de instalar el nuevo Servicio en la macrozona norte dentro de los 12 meses 
posterior a la promulgación de la ley. A este propósito se le debe agregar mayores definiciones 
como “con capacidad para absorber X% de la demanda”.  

Por otra parte, los indicadores propios o programáticos se establecerán a nivel de las dimensiones 
relevadas en el presente informe (que actuarían a nivel de componentes en la nomenclatura del 
MML), y de las actividades dentro de cada dimensión de la implementación. Para ello se propone 
una combinación de indicadores de gestión y desempeño a nivel de componentes, y de recursos 
(inputs) y procesos a nivel de actividades.  

En las siguientes dos tablas se presentan indicadores a modo de ilustración y haciendo foco en las 
actividades relativas a las dos rutas críticas para la implementación progresiva del servicio y su 
sistema en la macrozona norte. Estas son la ruta crítica de articulación intersectorial, y la ruta crítica 
de estándares y acreditación de instituciones, personas y programas. 

Tabla 14. Ejemplificación de indicadores de actividades para desarrollo de la articulación intersectorial. 

Actividades 
identificadas 

Categoría de ges-
tión 

Interpretación Indicadores Medio de 
verificación 

Meta 

- Mapeo de 
actores por 
región. 

- Constitución 
de Comités 
Operativos 
Regionales. 

- Desarrollo 
de protocolo 

Inputs: ¿Cuántos 
recursos se usan? 
- Humanos 
- Presupuesto 

 
 

Recursos utiliza-
dos en las acti-
vidades necesa-
rias para articu-
lar la red inter-
sectorial en 
cada región de 
la macrozona 
norte. 

Humanos:  
- Nº de personas liderando mapeo 

de actores regionales. 
- Nº de personas desarrollando 

protocolo de funcionamiento de 
Comités Operativos Regionales. 

- Nº de personas trabajando en 
campaña de difusión intersecto-
rial (puesta en común de política 

 
-Informes 
dirección 
regional 
 
 
 
 
 

 
->4 
 
-5 
 
 
->2 
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de funcio-
namiento de 
Comités 
Operativos 
Regionales. 

- Campaña de 
difusión in-
tersectorial 
sobre nueva 
política, ins-
tituciones, 
sus funcio-
nes, metas y 
formas de 
contacto a 
miembros 
de la red in-
tersectorial. 

- Gestión de 
convenios 
de colabora-
ción y con-
tratos de la 
red intersec-
torial 

 

y plan de acción, consensuar ob-
jetivos regionales, establecer y 
difundir mecanismos de comuni-
cación horizontal y vertical, etc.) 

 
Presupuesto: 
- $ ocupado en realizar mapeo de 

actores regionales. 
- $ usado para poner en funciona-

miento los Comités Operativos 
Regionales 

- $ ocupado en campaña de difu-
sión intersectorial. 

 

 
 
 
 
 
 
-Ejecución 
presupues-
taria 
 

 
 
 
 
 
 
-20 mm 
 
-5 mm 
 
 
 

Procesos: Activida-
des realizadas para 
la generación de 
los produc-
tos/servicios que 
un programa con-
templa distribuir 
entre sus usua-
rio(a)s.  
 

Indicadores que 
midan el desa-
rrollo y cumpli-
miento de las 
actividades 
necesarias para 
articular la red 
intersectorial 
regional. Se 
miden por tiem-
po y cantidad, 
indicadores que 
deben compa-
rarse a la luz de 
las metas esta-
blecidas en la 
MML. 
 

- Nº de talleres de mapeo de acto-
res por región. 

- Nº de reuniones de Comité Re-
gional. 

- Nº de talleres de difusión inter-
sectorial. 

- Nº de reuniones con actores 
clave identificados en el mapeo 
de actores y el MPP. 

- Nº de estudios sobre nudos críti-
cos de articulación intersectorial 
en la macrozona norte. 

-Actas 
 
 
 
 
 
 
 
 
-Informes 

 
- 
 
- 
 
- 
 
 
- 

Fuente: Elaborado a partir de Ortegón et al., 2015[2005]; Armijo, 2011 y Función Pública, 2015. 

Tabla 15. Ejemplificación de indicadores de actividades para desarrollo de estándares y acreditación de instituciones, 
personas y programas.  

Actividades 
identificadas 

Categoría de ges-
tión 

Interpretación  Indicadores Medio de 
verificación 

Meta 

- Desarrollar 
estándares 
para pro-
gramas y 
servicios. 

- Desarrollar 
estándares 
para pro-
veedores de 
programas y 
servicios. 

- Desarrollar 
un procedi-
miento de 
acreditación. 

- Constitución 
del Consejo 

Inputs: ¿Cuántos 
recursos se usan? 
- Humanos 
- Presupuesto 

 
 

Recursos utili-
zados en las 
actividades 
necesarias para 
desarrollar un 
sistema de 
estándares y 
acreditación 
funcionando en 
la macrozona 
norte. 
 

Humanos:  
- Nº de profesionales dentro del 

Consejo de Estándares y Acredi-
tación desarrollando estándares 
de instituciones, personas y pro-
gramas. 

- Nº de administrativo(a)s dentro 
del Consejo de Estándares y 
Acreditación acreditando institu-
ciones, personas y programas en 
la macrozona norte. 

- Nº de capacitadore(a)s usados 
para capacitar funcionario(a)s de 
acreditación en la macrozona 
norte. 

- Nº de capacitadore(a)s usados 
para capacitar fiscalizadore(a)s 

 
- 
 
 
 
 
- 
 
 
 
 
- 
 
 
- 
 
 

 
- 
 
 
 
 
- 
 
 
 
 
- 
 
 
- 
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de Estánda-
res y Acredi-
tación. 

- Capacitación 
de funciona-
rio(a)s en-
cargados de 
la acredita-
ción. 

- Desarrollar 
mecanismo 
de fiscaliza-
ción de pro-
gramas y 
servicios 

- Capacitación 
de funciona-
rio(a)s en-
cargados de 
la fiscaliza-
ción. 

- Acreditar 
instituciones 
y personas 
que presten 
servicios o 
desarrollen 
programas 
en la macro-
zona norte. 

- Acreditar 
programas y 
servicios de 
la macrozo-
na norte. 

en la macrozona norte. 
 
Presupuesto: 
- $ ocupado en Constituir el Conse-

jo de Estándares y Acreditación. 
- $ usado a capacitar en procedi-

miento de acreditación en la ma-
crozona norte. 

- $ usado en proceso de acredita-
ción de instituciones, personas y 
programas en la macrozona nor-
te. 

- $ usado en capacitar fiscalizado-
re(a)s en la macrozona norte. 
 

 
 
- 
 
- 
 
 
- 
 
 
- 
 
 
 

 
 
- 
 
- 
 
 
- 
 
 
- 
 

Procesos: Activida-
des realizadas para 
la generación de los 
productos/servicios 
que un programa 
contempla distribuir 
entre sus usua-
rio(a)s.  
 

Indicadores 
que midan el 
desarrollo y 
cumplimiento 
de las activida-
des necesarias 
para que exista 
un sistema de 
estándares y 
acreditación 
funcionando en 
toda la macro-
zona norte. Se 
miden por 
tiempo y/o 
cantidad, y 
deben obser-
varse la luz de 
los objetivos 
(intermedias o 
finales) esta-
blecidas en la 
MML. 

- Nº de reuniones del Consejo de 
Estándares y Acreditación para 
desarrollar estándares. 

- Nº de reuniones del Consejo de 
Estándares y Acreditación para 
desarrollar procedimiento de 
acreditación. 

- Nº de capacitaciones en acredi-
tación desarrollados en la macro-
zona norte. 

- Nº de capacitaciones en fiscaliza-
ción en la macrozona norte. 

- 
 
 
- 
 
 
 
- 
 
 
- 
 

- 
 
 
- 
 
 
 
- 
 
 
- 
 

Elaborado a partir de Ortegón et al., 2015[2005]; Armijo, 2011 y Función Pública, 2015. 

A nivel de componentes -que se han denominado dimensiones a efectos de no confundir con los 
componentes del MIE- se puede observar la tabla completa en el anexo 14. En estos se busca 
evaluar la gestión con indicadores de producto, mientras que en términos de desempeño se 
considerarán indicadores de eficacia, eficiencia, calidad y economía. 

Los indicadores se centran en las dimensiones a, b y c, entendiendo que la dimensión d ha sido 
abordada en detalle en informes específicos relativos al Marco Lógico del MIE (CESC, 2020). Esta 
última solo será abordada desde la perspectiva de los medios necesarios para poder materializar el 
monitoreo y evaluación propuesto en la MML del MIE. 
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(VI) Evaluación de la política intersectorial 
*Ver Anexo 15 para información en detalle. 

 

El siguiente capítulo presenta las ideas más relevantes con respecto al mecanismo y propuesta de 
evaluación de la política intersectorial y de sus orgánicas más relevantes. Esto contenidos se 
pueden encontrar desarrollados en mayor detalle en el anexo 15 del informe. 

A. Propuesta de seguimiento y monitoreo de funciones para el Consejo Nacional, Comisión 

Coordinadora y Comités Operativos Regionales. 

i. Definiciones y obligaciones legales  

Los procesos de monitoreo, seguimiento y evaluación son parte esencial de lo que se ha descrito 
como el ciclo de las políticas públicas. La necesidad de evaluar, además, dice relación con un 
progresivo cambio en la lógica de la administración pública en donde la legitimación de la acción 
estatal ha pasado a estar puesta principalmente en función de los resultados de las políticas o 
programas. 

El monitoreo, el seguimiento y la evaluación cruzan la vida de una política pública, por lo que deben 
implementarse de manera permanente a lo largo de la vida de la política, ya sea en una fase 
temprana, durante o posterior al término de la misma.  

Si bien estos conceptos pueden ser aplicados a programas sociales, en lo que sigue, nos referiremos 
siempre a ellos en relación a la política pública intersectorial para la provisión de oferta 
programática, que constituye el objeto de los instrumentos y órganos intersectoriales del servicio. 

Si bien, es posible entender el monitoreo y el seguimiento de las políticas públicas como dos 
procesos diferenciados, en lo que sigue se entienden ambos como sinónimos en la medida que 
buscan un mismo objetivo, a saber, medir el progreso de una política o programa. La diferencia 
estriba en que la idea de seguimiento importa una participación más activa y menos estática que la 
idea de monitoreo. En ambos casos se trata de proceso continuo y sistemático, llevado a cabo 
durante la ejecución de una política, programa o proyecto. El eje central del seguimiento consiste 
en comprobar si la ejecución es igual a las expectativas previstas, generando datos sobre la 
ejecución del programa. A diferencia de la evaluación, esta recolección de datos no repara en los 
efectos del programa, ni a nivel de resultado ni de impacto. Así, mientras el seguimiento es un 
proceso continuo, la evaluación es generalmente puntual. 

La evaluación es una actividad más amplia y profunda, incluye una variada gama de preguntas sobre 
la operación y el impacto de un programa. En términos generales, puede definirse como el 
procedimiento analítico sistemático encargado de proveer información sobre el desempeño de la 
política, el cual sirve de base para la planificación de la intervención pública a lo largo del tiempo 
(Dunn, 2015). Su desafío metodológico, por tanto, es el de poder “aislar” cuanto del cambio que se 
observa se debe a la intervención y cuánto no.  
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Dentro de los elementos esenciales de la evaluación se encuentran los siguientes:  

• La evaluación debe ser externa o independiente al servicio público responsable. De ahí que 
es fundamental que las autoridades que encargan la evaluación no intervengan ni 
influencien dicho proceso evaluativo. 

• Los resultados deben ser transparentes y de carácter público. Debe garantizarse la 
transparencia del proceso de evaluación, favoreciéndose la rendición de cuentas y 
proporcionando la información necesaria para los actores implicados en la política pública. 

• La evaluación debe ser pertinente y objetiva, es decir fundamentarse en antecedentes 
estrictamente técnicos. 

• La evaluación debe ser oportuna, esto es, proveer información en los tiempos adecuados 
para apoyar la toma de decisiones. 

• La evaluación no es la última etapa del proceso de planificación, es un proceso transversal 
que integra todas las etapas de una política pública. La evaluación, con independencia del 
momento en que se realice, puede contemplar todas las etapas de la intervención, desde el 
diseño hasta el análisis de resultados e impactos.  

• El proceso y los resultados de la evaluación deben ser útiles tanto para los agentes 
involucrados en la evaluación como para los destinatarios de la política pública.  

Por otro lado, los “fundamentos” del nuevo Servicio de Reinserción Social Juvenil establecen dentro 
del modelo de gestión de programas (punto b del Proyecto de Ley, en su párrafo primero y 
siguientes) que “en la organización del nuevo Servicio se ha priorizado el desarrollo de un modelo 
de gestión de programas que fomente su constante retroalimentación, mejoramiento y 
perfeccionamiento. Es por ello que, se ha considerado un diseño que refuerce tanto su formulación, 
operación, evaluación y monitoreo, como fases interrelacionadas entre sí como dentro del proceso 
y con un alto nivel de especialización en cada una de estas” (énfasis agregado)8. De esta forma, los 
procesos de monitoreo y evaluación se consideran como fases centrales, interrelacionadas y parte 
de un proceso especializado.  

Este mismo punto de la sección de “fundamentos” del Proyecto entrega a las direcciones regionales 
parte importante del rol del monitoreo al señalar que “las Direcciones Regionales tendrán un rol 
protagónico en la operación de dichos programas y ejecutarán un proceso de monitoreo y asesoría 
técnica a los programas en base a los estándares y normas técnicas claramente definidas, con miras 
a fomentar que ellos operen con el máximo rendimiento posible” (énfasis agregado). Es decir, las 
direcciones regionales serán las encargadas de monitorear el desempeño de los programas a la luz 
de los estándares y normas técnicas definidas. 

De manera aún más clara, esta sección enfatiza el rol central de la evaluación: “La formulación, 
implementación, evaluación y monitoreo de programas tiene un componente especial de 

 
8 Esta frase es de uso común para indicar cuando una cita textual tiene un énfasis o subrayado agregado, es decir, que no viene así desde 

la cita original y que el autor ha decidido remarcar para enfatizar una parte de la cita 



 

 71 

sistematización en todo el ciclo de la oferta programática… …De este modo, para realizar el diseño 
de la oferta programática, un primer paso es sistematizar la evidencia obtenida a partir de procesos 
de investigación social y búsqueda de evidencia de prácticas efectivas” (énfasis agregado). 

Dentro del articulado se recogen algunas exigencias relativas a la evaluación y al monitoreo. El 
artículo 14 referido al plan de acción dispone que: “Corresponderá a la Comisión [Coordinadora 
Nacional] hacer el seguimiento de dicho plan de acción, la evaluación de sus avances y resultados, 
debiendo informar sobre ellos, periódicamente, al Consejo Nacional de Reinserción Social Juvenil. 
Anualmente propondrá las modificaciones pertinentes a la misma instancia, considerando para esos 
efectos los informes que fuesen remitidos por los Comités Operativos Regionales” (énfasis 
agregado). Este articulado establece varios puntos que merecen ser destacados: 

• La Comisión Coordinadora Nacional es la encargada de hacer el seguimiento del plan de 
acción, evaluar sus avances y resultados. 

• El resultado de este seguimiento y procesos de evaluación debe ser informado 
periódicamente al Consejo Nacional de Reinserción Social.  

• Anualmente, la Comisión Coordinadora Nacional deberá proponer modificaciones en base a 
dichas evaluaciones y a los informes de monitoreo de los Comités Operativos Regionales. 

Concordante con esto, el artículo 44 que establece las Modificaciones a la Ley Orgánica del 
Ministerio de Justicia, constituye en su Artículo 16 bis, el Consejo Nacional de Reinserción Social 
Juvenil cuya labor central será la de proponer al Presidente de la República la Política Nacional de 
Reinserción Social Juvenil. En este artículo se dispone además que: “Para la formulación de esta 
Política, el Consejo deberá: c) Aprobar y hacer seguimiento al Plan de Acción elaborado por la 
Comisión Coordinadora Nacional; d) Conocer los resultados de evaluaciones del funcionamiento del 
Sistema de Justicia Juvenil; e) Evaluar el cumplimiento de la política periódicamente” (énfasis 
agregado). Aunque en este punto pareciera haber una duplicación de funciones, el sentido general 
y una interpretación conjunta de ambas normas pareciese entregar una función de conocimiento y 
aprobación de las evaluaciones y monitoreo al Consejo, a partir de tareas y funciones que debe 
llevar a cabo previamente la Comisión Coordinadora Nacional. 

Por último, el artículo 23 al referirse a la acreditación de instituciones y programas dispone, en su 
inciso 3, que “el Servicio acreditará programas de intervención… Para este tipo de acreditación, se 
considerará, entre otros, el cumplimiento de los estándares de calidad definidos por el Servicio, la 
evaluación de los resultados en caso de que hayan medido en forma previa y la certificación de 
procesos de calidad” (énfasis agregado). De esta forma, se establece la evaluación como 
consideración para la acreditación específica de instituciones y programas.  

ii. Sistema de monitoreo y seguimiento  

El sistema de monitoreo y seguimiento que se propone se llevará a cabo a partir de la matriz de 
acciones del plan de acción señalada más arriba. El eje articulador de este monitoreo son las 
medidas/acciones concretas que son parte del plan.  
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a) Componentes del monitoreo. 

Se propone un esquema de seguimiento que establezca por componente el siguiente desglose: 

• Medida: Esta variable corresponde a la medida o acción concreta que es parte del plan de 
acción.  

• Institución responsable: La institución responsable es aquella de quien depende la 
implementación de la medida o acción concreta. Cuando dicha acción depende de una o 
más instituciones resulta crucial determinar la institución responsable de aquella que 
presta apoyo al cumplimiento de la medida como se ve a continuación. 

• Instituciones de apoyo: Son aquella que, si bien no son las responsables finales del 
cumplimiento de la medida, juega un rol esencial en dicha implementación. Esto ocurre, 
por ejemplo, cuando un servicio hace de intermediario en la provisión de una oferta. 

• Fecha de inicio del compromiso: Esta variable implica establecer una fecha en que se asume 
el compromiso, lo cual resulta esencial para poder determinar tiempos transcurridos, 
brechas, retrasos, etc. 

• Nivel de cumplimiento: El nivel de cumplimiento se medirá como una relación entre el 
estado actual de cumplimiento de la medida y la meta señalada en la matriz de acciones 
señalada más arriba.  

• Razones/obstáculos de incumplimiento: Esta variable será un espacio cualitativo para 
exponer las razones y obstáculos que han operado en el incumplimiento de la medida. En 
caso de no verificarse uno esta casilla deberá dejarse en blanco. Su sentido es corregir y 
actuar en las barreras que actualmente están impidiendo el desarrollo de la medida o 
acción.  

• Facilitadores/promotores de cumplimientos: Esta variable será un espacio cualitativo para 
exponer los facilitadores y promotores que han operado en el cumplimiento de la medida. 
En caso de no verificarse esta casilla deberá dejarse en blanco. Su sentido es servir como 
información de aprendizaje y buenas prácticas para el desarrollo de futuras medidas.  

b) Temporalidad. 

Dado que el articulado del Proyecto de Ley habla de modificaciones anuales al plan de acción, se 
propone una revisión semestral al estado de cumplimiento de sus metas. De esta forma el plan de 
acción, contemplado como instrumento de planificación a 5 años plazo, tendría en su totalidad 10 
mediciones. Estas se pueden entender entonces como mediciones iniciales, intermedias y finales.  
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El esquema de mediciones que se propone quedaría entonces de la siguiente forma: 

Tabla 16. Planificación del sistema de monitoreo del Plan de Acción 

Medición inicial Medición intermedia Medición final 

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 

*Cada recuadro representa un semestre. Fuente Elaboración propia. 

c) Gestión del sistema de monitoreo. 

Para implementar este monitoreo se requiere de un conjunto de acciones que deberá llevar a cabo 
la Comisión Coordinadora Nacional. Dentro de estas se encuentra las siguientes: 

• Recolección de información. Para ello, se deberá enviar a la institución responsable la 
solicitud de información conforme la medida o acción de que se trate. Dado que la 
medición espera tener reportes semestrales, es necesario tener como punto de corte el 
mes 5/10 de cada punto de medición.  

• Sistematización y análisis. La Comisión Coordinadora Nacional tendrá el plazo de un mes 
para recibir, sistematizar y analizar la información recibida. Para ello, deben establecerse 
canales expeditos de información con las instituciones responsables y de apoyo. 

• Reporte y establecimiento de compromisos. El resultado de los análisis del monitoreo debe 
plasmarse en un reporte. Acá se propone un reporte en base a la tabla inicial basada en la 
Matriz de Marco Lógico del Plan de acción.  

Tabla 17. Resumen reporte del monitoreo del Plan de acción 

Componente Medida Institución 
Responsa
ble 

Institución 
de apoyo 

Fecha 
inicio 

Nivel 
cumplimiento 

Razones / 
obstáculos 
incumplimiento 

Facilitadores
/promotores 
cumplimient
o  

Componente 1 Medida 
1 

   Meta-Estado 
actual 

  

 Medida 
2 

      

 Medida 
3 

      

Fuente Elaboración propia. 
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Además de eso, es posible desarrollar otros cuadros resumen de la información con el nivel 
componente. Un ejemplo de esto se muestra a continuación: 

Tabla 18. Ejemplo tablas de reporte resumen 

Componente Salud Medición inicial Medición intermedia Medición final 

Completado (<100%)    

Avance susbstancial 
(<40%) 

   

Avance limitado 
(>20%) 

   

No iniciado (>5%)    

 Fuente Elaboración propia. 

Estos reportes deben traducirse en compromisos de acción por parte de las instituciones 
involucradas. La forma jurídica que adopten dichos compromisos no es posible anticiparla en el 
presente informe, pero en cualquier caso es fundamental que se traten de procesos de 
compromiso transparentes y sujetos a estándares de rendición pública. Estos plazos deberán ser 
adoptados dentro del mes siguiente al reporte semestral, esto es, dentro del mes 7 de cada año del 
plan.  

Conforme a lo anterior, una planificación anual del seguimiento y monitoreo debería expresarse de 
la siguiente forma:  

Tabla 19. Planificación anual del monitoreo 

 
1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 

Implementación de medidas x x x x         

Punto de corte 
    

x 
       

Recolección información 
    

x 
       

Análisis y sistematización 
    

x 
       

Reporte semestral 
     

x 
      

Suscripción compromisos acción 
      

x 
     

Implementación de medidas       x x x x   

Punto de corte 
          

x 
 

Recolección información 
          

x 
 

Análisis y sistematización 
          

x 
 

Reporte semestral 
           

x 

Fuente Elaboración propia. 
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iii. Sistema de evaluación  

a) Importancia de planificar la evaluación en paralelo a la implementación. 

Generalmente, los planes de acción y más aún las políticas públicas fallan al momento de decidir 
evaluar porque este proceso no fue concebido como parte de la política misma. Cuando esto no se 
hace, muchas veces es demasiado tarde para poder llevar a cabo una evaluación en la medida que 
sus efectos no son discernibles claramente de los problemas de diseño o de procesos 
implementados de manera dispar.  

Conforme a lo anterior, resulta fundamental en primer lugar, evaluar si el diseño del programa es el 
adecuado. Esto, de manera simple, significa evaluar si los componentes determinados para el plan 
de acción nos conducen al cumplimiento de los objetivos esperados. En segundo lugar, antes de 
llevar a cabo una evaluación de resultados o de impacto se debe tener claro que el programa se 
ejecuta correctamente, es decir, si los servicios se prestan correctamente y si no existen diferencias 
en su implementación que puedan alterar el sentido de lo logrado. Sólo cuando podemos estar 
seguros de que la ejecución del programa ocurre de acuerdo con el diseño, es posible pensar en 
evaluaciones de resultados e impacto. Esto, se traduce en que un sistema de evaluación debe ser 
establecido y pensado desde el nacimiento de la política pública.  

b) Línea de base y recolección de datos. 

Para ver cambios en el tiempo, se requiere tomar datos en distintos momentos del tiempo. La 
siguiente figura muestra estos momentos dentro de un sistema de evaluación. 

Ilustración 3. Recolección de datos a lo largo del tiempo de una política pública  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente Elaboración propia. 

Esta figura muestra la necesidad de recolectar datos en el denominado T0 y luego durante el 
transcurso, en este caso, del plan de acción. La recolección de datos planificada permite la posterior 

• Previo al ingreso o al 
ingreso del progra-
ma. 

• Datos de caracteriza-
ción de usuarios. 

• Indicadores de resul-
tados en Tiempo 0 o 
línea de base. 

• Puede usar fichas de 
ingreso  

• Durante el programa 
y al final del progra-
ma. 

• Resultados de cor-
to/mediano plazo 
plazo. 

• Indicadores de resul-
tados en los distintos 
momentos. 

• Puede recolectarse a 
traves de fichas de 
seguimiento. 

• Uno o más años lue-
go del programa. 

• Mantención de logro 
del programa. 

• Impactos del pro-
grama. 

• Requiere seguimien-
to, ojalá externo 
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implementación de evaluaciones de procesos, resultados e impactos que sean consistentes y 
basados en evidencia. 

Fase 1: evaluación de diseño. 

La evaluación de diseño corresponde al análisis conceptual de la política pública,  
en esta se estudia la racionalidad y la coherencia de la misma. Su objetivo, de esta forma, es 
analizar la calidad del diagnóstico de necesidades en cuanto a la focalización de la población 
objetivo y la priorización de las necesidades. Además, busca medir el grado de adecuación entre 
diagnóstico y objetivos, determinando la pertinencia de los objetivos y analizando el grado de 
coherencia entre los objetivos y las líneas de acción del plan. Generalmente, uno de los 
instrumentos más usados y que ocupamos acá es la matriz de marco lógico, como la que se ha 
desarrollado más arriba. 

Por último, los resultados de esta evaluación permiten el rediseño del programa en función de los 
hallazgos obtenidos de manera de mejorar y hacer más coherente el programa.  

Fase 2: evaluación de procesos. 

La evaluación de procesos busca estudiar la forma en la que se ejecuta la política pública. Mide la 
capacidad de gestión de la institución en relación con el diseño, ejecución, seguimiento y 
evaluación. Esto puede traducirse en la evaluación de la calidad, satisfacción y alcance de la política. 
Permite tanto la mejora de esta y su implementación, como advertir de ciertos problemas que 
podrían afectar sus resultados. De ahí que una evaluación de procesos se pregunta, entre otras 
cosas, lo siguiente: ¿Qué tan adecuados son los procesos en comparación con las normas de 
calidad? ¿Se entregan todos los componentes del programa? ¿Se crean nuevos componentes que 
no son parte del diseño? ¿Se implementa de manera homogénea? ¿Es razonable la diferencia en su 
aplicación? ¿La política entrega la dosis suficiente y calidad de tratamiento para producir resultados 
favorables? Para responder estas preguntas, las evaluaciones de procesos hacen uso de técnicas 
cualitativas y cuantitativas, como focus groups, entrevistas, observaciones no participantes y 
encuestas de satisfacción usuaria a fin de tomar en cuenta a los actores involucrados y la opinión de 
los beneficiarios. 

Fase 3: evaluación de resultados. 

La evaluación de resultados tiene como objetivo analizar la consecución de resultados en función 
de los objetivos planteados inicialmente. Desde la mirada del marco lógico, la evaluación de 
resultados busca medir los outputs del programa, para lo cual intenta responder la pregunta por la 
eficacia ¿Cumplió el programa con los objetivos propuestos? ¿Generó los cambios que quería 
generar? Estos, pueden tratarse de resultados de corto o mediano plazo, como, por ejemplo: la 
finalización planes de intervención de reinserción - desistimiento del delito o disminución tasas 
delincuencia, la instalación de competencias para reinserción, sensibilización en reinserción, menor 
reincidencia. Los resultados de corto plazo, a diferencia de los de largo plazo, miden los outputs 
cuando los participantes aún se encuentran en el programa. En este sentido pueden entenderse 
también como parte del monitoreo de este. Los resultados de largo plazo, en cambio, tratan de 
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medir el cambio de comportamientos o actitudes que consiguieron los beneficiarios tras el 
programa. 

c) Planificación. 

Finalmente, a continuación, se propone un esquema de planificación de un sistema de evaluación 
de diseño, procesos y resultados de corto y largo plazo. Esta se funde con la planificación de 
monitoreo señalada con anterioridad: 

Tabla 20. Esquema de un sisema de monitoreo y evaluación del Plan de Acción a 5 años 

Medición inicial Medición intermedia Medición final 

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 

Seguimiento y monitoreo 

Evaluación 
de diseño Rediseño Evaluación de procesos 

Evaluación de resultados corto y 
largo plazo 

Fuente: Elaboración propia. 

 

B. Propuesta de formato de informe de retroalimentación al Plan de Acción. 

*Ver Anexo 16 para información en detalle. 

 

La siguiente matriz es una propuesta de formato a utilizar para sintetizar lo trabajado en el marco 
de las reuniones de los Comités Regionales. Esta sirve a modo de informe sobre el cumplimiento de 
las funciones del Comité, así como de seguimiento del avance de las metas del Plan de Acción. En 
este sentido, es insumo para retroalimentar también este mismo. 



 

 

Tabla 21: Propuesta de formato de informe de retroalimentación al Plan de Acción 

Región: 
 

Participantes  
(Organismo y 
representante) 

Temas tratados 
(Descripción del tema o 
problema) 

Avances 
(Temas ya tratados) 

Decisiones y 
compromisos (sobre el 
tema) 

Pendientes 
(de resolver o 
decidir) 

Próximo reporte 
(de la decisión y/o compromiso, y 
pendientes) 

Observaciones 

Reunión 25/01/2021:  
-Director(a) Servicio 
Regional, Sra. 1 
-Alcalde de comuna 1, 
Sr. 2 
-Gendarmería, Sr. 3 
-SENAME, Sra. 4 
 
Reunión 23/03/2021: 
-Director(a) Regional 
Servicio, Sra. 1 
-Alcalde de comuna, Sr. 
2 
-Tesorero Fundación, 
Sr. 3 

Operativos (Necesidades materiales o logísticas, problemas relativos a programas e iniciativas particulares de la región) 

Reunión 25/01/2021: 
Centro de talleres laborales 
comuna 1, requiere ampliar 
instalaciones para recibir 20 
beneficiarios más (nueva 
sala, mesas, sillas, 
herramientas, etc.) 

Reunión 25/01/2021: 
-Problema traslado de 
jóvenes a centro deportivo 
comuna 1 resuelto. 
Alcaldía dispuso vehículos, 
Gendarmería hará y 
supervisará los traslados 

Reunión 25/01/2021: 
Director(a) Regional 
gestionará recursos 
para nueva sala; 
alcalde de comuna 1 
agilizará aprobación 
municipal de 
construcción 

Reunión 
25/01/2021: 
Falta por decidir 
sobre contratación 
de nuevo personal 
para Centro de 
talleres laborales 
de comuna 1. 

Reunión 25/01/2021: 
-Reporte sobre recursos y gestión municipal 
para nueva instalación del Centro de talleres 
laborales de comuna 1 para reunión 
subsiguiente en 4 meses 
-Pendiente sobre contratación a resolverse 
en próxima reunión en 2 meses 

 

Cumplimiento de Función (Según los establecido en la ley: Problemas con la estrategia de la red, situaciones técnicas a resolver, convenios de colaboración) 

Reunión 25/01/2021: 
Problemas de conectividad 
dificultan asistencia online a 
sesiones del comité 

  
  

  

Avance a metas (Dividir por cada meta que establezca el Plan Intersectorial Regional) 
      

      

Coyunturales Problemas contextuales, emergencias y u otros temas de emergencia momentánea 

Reunión 25/01/2021: 
-Covid 

     

Fuente: Elaboración propia. 
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(VIII) Anexos 
 

1. Corpus juris general de protección a la infancia y adolescencia.  

2. Normativa e institucionalidad nacional en protección de la niñez e infancia.  

3. Estándares en justicia juvenil con énfasis en salud y educación.  

4. La Ley sobre Responsabilidad Penal Adolescente y marcos normativos relacionados.  

5. Revisión bibliográfica de Políticas Intersectoriales.  

6. El Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil.  

7. El Modelo de Intervención Especializado.  

8. Brechas oferta programática a desplegar por el intersector.  

9. Expediente Único de Ejecución.  

10. Implementación inicial del Servicio. 

11. Consejo Nacional de Reinserción 

12. Propuesta de reglamento interno del Consejo Nacional de Reinserción 

13. Plan de acción a nivel nacional 

14. Plan de acción zona norte 

15. Propuesta de seguimiento y monitoreo de funciones para el Consejo, Comisión, Comités. 

16. Propuesta de formato de informe de retroalimentación al Plan de Acción.  
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